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San Andrés Isla, Veintitrés (23) de Marzo De Dos Mil Veintidós (2022)
Sentencia No.025-22 
	Medio de Control
	Reparación Directa 

	Radicado
	88-001-33-33-001-2016-00231-00

	Demandante
	Sandra Leyva Herrera y Otros

	Demandado
	Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina y otros

	Tema
	Daño antijurídico – causa eficiente del daño


1. OBJETO DE LA DECISIÓN
De conformidad con las previsiones del artículo 181 del CPACA, procede el Despacho a dictar sentencia dentro del proceso promovido, a través de apoderado judicial, por Sandra Leiva Herrera, Gisella Pájaro Leiva, Kimberly Vásquez Leiva, Kandilis Vásquez Leiva, Diorqui Enrique Cuadros Leiva y María de los Reyes Leiva Liñán, en ejercicio del medio de control de Reparación Directa contemplado en el artículo 140 ib., contra el Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina y la Ips Universitaria de Antioquia.
1.1. ANTECEDENTES

PRETENSIONES
CAPITULO I. DECLARACIONES Y CONDENAS

“Declárese mediante sentencia o conciliación que EL DEPARTAMENTO ARCHIPIÉLAGO DE SAN ANDRÉS, PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA Y LA IPS UNIVERSITARIA DE ANTIOQUIA, SEDE SAN ANDRÉS ISLAS Entidades representados legalmente por el sr. GOBERNADOR y por el sr DIRECTOR de la IPS de San Andrés Isla, ADMINISTRATIVAMENTE responsables SOLIDARIAMENTE de los perjuicios MORALES, MATERIALES, DAÑOS FISIOLÓGICOS, y DAÑOS A LA VIDA DE RELACIÓN sufridos por:

La sra SANDRA LEVIA HERRERA, HIJOS y HERMANA, por consiguiente, de la totalidad de los PERJUICIOS causados a:
SANDRA LEIVA HERRERA (Victima), BERTHA GISELLA PAJARO, KIMBERLY VASQUEZ LEIVA, KANDILIS VASQUEZ LEIVA Y DIORQUI ENRIQUE CUADROS LEIVA (Hijos Legítimos de la víctima) y MARIA DE LOS REYES LEIVA LIÑAN (hermana línea paterna de la víctima).
1.- PERJUICIOS MORALES SUBJETIVOS.

  Se debe a cada uno de los demandantes por perjuicios MORALES o a quien o a quienes sus derechos representaren en el momento de la sentencia o conciliación el equivalente en SMMLV asi,
El equivalente a 100SMMLV, a, 

SANDRA LEIVA HERRERA (Victima), BERTHA GISELLA PAJARO, KIMBERLY VASQUEZ LEIVA, KANDILIS VASQUEZ LEIVA Y DIORQUI ENRIQUE CUADROS LEIVA (Hijos Legítimos de la víctima) y MARIA DE LOS REYES LEIVA LIÑAN (hermana línea paterna de la víctima) al precio que se encuentre el SMMLV a la fecha de la ejecutoria de la sentencia y o conciliación.

Por PERJUICIOS ORALES SUBJETIVOS, a   

SANDRA LEIVA HERRERA VICTIMA 100 SMMLV.
BERTHA GISELLA PÁJARO LEIVA 100 SMMLV
KIMBERLY VASQUEZ LEIVA HIJA 100 SMMLV.
DIORQUI ENRIQUE CUADROS LEIVA HIJO 100SMMLV
MARIA DE LOS REYES LEIVA LIÑAN. HERMANA 50 SMMLV.

Ya que los parentescos anteriormente enunciados se deben probar con la documentación requerida en materia administrativa Y por el vínculo para los padres, cónyuges, abuelos e hijos y concubina. Y además se deben probar para los hermanos, no solo documentalmente si no también testimonialmente que demuestren el afecto, trato, comunicación e intimidad y el dolor causado con las lesiones.
B- POR DAÑOS FISIOLOGICOS.

Que se condene respecto a los DAÑOS FISIOLÓGICOS causados a la víctima SANDRA LEIVA HERRERA, a la suma de 400 smmlv a la fecha de ejecutoria de la sentencia y o conciliación, al precio que se encuentre este.

 Y demando la cantidad de 400 SMMLV por la INTENSIDAD Y GRAVEDAD DEL DAÑO A LA SALUD infringido a la Sra SANDRA LEIVA HERRERA, la perdida DE LA PIERNA IZQUIERDA, además, por su juventud.
 pero ya la SRA SANDRA LEIVA HERRERA, SIN LA PIERNA IZQUIERDA por la NEGLIGENCIA, OMISIÓN, IMPERICIA, IMPRUDENCIA, CULPA, CULPA GRAVE, CULPA LATA, VIOLACIÓN A TODOS LOS REGLAMENTOS DE LA CULPA por parte de los MÉDICOS DEL HOSPITAL DEPARTAMENTAL “Clarence Lynd Newball Memorial Hospital” IPS UNIVERSITARIA SEDE SAN ANDRÉS
 En síntesis, la responsabilidad de las entidades DEMANDADAS es ABSOLUTA, total.
-POR DAÑOS A LA VIDA DE RELACIÓN. 
Que se CONDENE a pagar a la víctima de los hechos, Sra SANDRA LEIVA HERRERA, la cantidad de 100 SMMLV por daños a la vida de relación, al momento de la sentencia y o conciliación., al precio que se encuentre el SMMLV al momento de la ejecutoria.  
D. POR PERJUICIOS MATERIALES. LUCRO CESANTE

Que se condene a las demandadas a pagar a la víctima de los HECHOS Sra. SANDRA LEIVA HERRERA Y BERTHA GISELLA PAJARO LEIVA (Hija Menor legitima de la víctima) los perjuicios MATERIALES EN LA MODALIDAD DE LUCRO CESANTE ocasionados en razón a la pérdida total de la pierna izquierda por la NEGLIGENCIA en que incurrieron los médicos y paramédicos del HOSPITAL DEPARTAMENTAL SEÑALADO, ya que la víctima LEIVA HERRERA laboraba como “TRENZADORA de CABELLO” en las playas  de San Andrés Isla devengando el SMMLV del año que calenda, o sea la suma de $689.454. Oo,
La victima Sandra Leiva Herrera, con el SMMLV que devenga cancela renta, servicios, medicamentos, colegio, mercado, ropa y demás elementos propios de un hogar normal colombiano, gastos estos que comparte con su hija menor BERTHA GISELLA PAJARO.

Por lo tanto, desde ya depreca un reconocimiento de $20.000.000 (Veinte Millones de Pesos) por perjuicios MATERIALES LUCRO CESANTE, para ella y su menor hija.

Reclaman perjuicios MATERIALES LUCRO CESANTE por la suma de $20.000.000 
VEINTE MILLONES DE PESOS. M. CTE.

E- INTERESES

A los actores se pagará o a quien o quienes sus derechos representaren al momento de la sentencia y o conciliación, los intereses que se causen desde la fecha de la ejecutoria de la sentencia.

Con fundamento en lo dispuesto arts. 1653 del C. C. todo pago se imputará primero a intereses. Y a la Ley 1437 de 2011.

A la sentencia y o conciliación se le debe dar cumplimiento de lo dispuesto en los términos de los arts. 176,177, y 178 del C.C.A.

Para el cabal cumplimiento de lo dispuesto en los referidos arts. del C.C.A., se expedirán las copias de la sentencia y o conciliación, con constancias de notificación y ejecutoria con destino a los entes demandados, haciendo precisión sobre cual o cuales de las copias resultan idóneas para la efectividad de los derechos reconocidos. Art.114 Ordinal 2º. CGP.

Acá se presunto una verdadera FALLA PRESUNTA DEL SERVICIO por CULPA GRAVE, CULPA LATA, OMISIÓN, IMPERICIA, IMPRUDENCIA, NEGLIGENCIA, VIOLACIÓN A TODOS LOS REGLAMENTOS DE LA CULPA, por parte del personal PARAMÉDICO y MÉDICO de la entidad sanitaria mencionada demandada.
E.- INTERESES

A los actores se pagará o a quien o a quienes sus derechos representen al momento de la sentencia y o conciliación, los intereses, que se causen desde la fecha de la ejecutoria de la sentencia y o conciliación.

Con fundamento en lo dispuesto arts. 1653 del C. C. todo pago se imputará primero a intereses. Y a la Ley 1437 de 2011.

A la sentencia y o conciliación se le debe dar cumplimiento de lo dispuesto en los términos de los arts. 176,177, y 178 del C.C.A.

Para el cabal cumplimiento de lo dispuesto en los referidos arts. del C.C.A., se expedirán las copias de la sentencia y o conciliación, con constancias de notificación y ejecutoria con destino a los entes demandados, haciendo precisión sobre cual o cuales de las copias resultan idóneas para la efectividad de los derechos reconocidos. Art.114 Ordinal 2º. CGP.”
Hechos 

Señala la parte actora que, la señora Sandra Leiva Herrera, nació el 29 de noviembre de 1968 en la ciudad de Cartagena, es hija de Candida Herrera Hernández y Pablo Leiva Mercado.  En el año 1986, convivio maritalmente con el señor Carlos Enrique Cuadro Sayas, de cuya unión procrearon a Diorqui Enrique Cuadros Leiva. Posteriormente sostuvo una relación sentimental con el señor Carlos Manuel Vásquez Pestaña con quien tuvo dos hijas llamadas Kimberly Vásquez Leiva, nacida el 02 de enero de 1989, y Kandilis Vásquez Leiva nacida el 05 de septiembre de 1994, así mismo fue compañera sentimental del señor Guillermo Pájaro Cisneros del cual procrearon a la menor Bertha Gisella Pájaro Leiva quien nació el 14 de mayo de 1999.
Informa que la actora tiene una hermana media de línea paterna nombrada María de los Reyes Leiva Mercado y Angelina Regina Liñan Borona.
Indica que la demandante tuvo una intervención quirúrgica en la Clínica León XIII en razón a que de un tropezón se golpeó el dedo “GORDO” del pie izquierdo, el cual al transcurrir los días se le tornó necroso y sin vida, en consecuencia, las hijas de la actora la llevaron de inmediato a la Clínica León XIII, y debido a que la paciente era diabética, inmediatamente le amputaron el dedo. 

Posteriormente con los días se presentaron circunstancias en el mismo pie, en consecuencia, le amputaron el pie, así mismo en razón a la enfermedad que padece la paciente le amputaron desde el pie hasta el tobillo. Luego de transcurrir unos días y estar la actora en observación, le expresaron que ya no había infección y podía regresar a la isla de San Andrés, lugar donde residía y laboraba.
Añade que, el galeno tratante (médicos y paramédicos) del Hospital Departamental Clarence Lynd Newball Memorial Hospital “IPS Universitaria Servicios de Salud Universidad de Antioquia, sede San Andrés Islas, incurrieron en omisión, impericia, imprudencia, negligencia, culpa, culpa grave, culpa lata, y violación a todos los reglamentos de la culpa, quienes le brindaron la atención a la señora Sandra Leiva Herrera el 07 de mayo del 2016, fecha en que la actora fue llevada a urgencias por sus 2 hijas Kimberly y Kandilis Vásquez Leiva en razón a que la herida de la amputación del pie izquierdo hasta el tobillo, se encontraba emanando materia además de emitir un olor fétido, por lo tanto, fue tratada por el medico Juan Sebastián Hurtado Salazar quien les manifestó a las acompañantes de la paciente, que el daba palabra que el pie no se encontraba infectado, quien además asentó en el informe de triaje que hace parte de la historia clínica de la demandante con fecha 07 de mayo de 2016 lo siguiente: “OBSERVACIONES: PACIENTE CON PIE DIABÉTICO, MUÑÓN DE PIE IZQUIERDO EN BUEN ESTADO, NO SIGNO DE INFECCIÓN, CAMBIO DE VENDAJE, DOY RECOMENDACIONES Y SIGNOS DE ALARMA PARA RE CONSULTAR, DOY ORDEN DE CITA PRIORITARIA.” 
Esgrime que de acuerdo a las indicaciones del médico la señora Sandra Leiva Herrera, al día siguiente solicito cita prioritaria, sin embargo, se la dieron para el 18 de mayo, es decir 10 días después, con la circunstancia de la infección del pie izquierdo además a sabiendas del agravante de ser una paciente diabética.

Afirma que, posteriormente el día 17 de mayo del 2016, la paciente se trasladó a las instalaciones de urgencias, esta vez con presión alta, además expresó que el pie amputado le dolía, y también sentía dolor en la parte del catéter perineal.  Así las cosas, los médicos tratantes se enfocaron en el catéter perineal, le quitaron el vendaje del pie le tomaron un “cultivo”, y la dejaron en reanimación por 2 días, término en el cual la paciente tratada no obtuvo visita de un médico, solo recibía el cuidado de enfermeras quienes le suministraban “apastillas” para la presión. Luego de transcurrido 4 días fue visitada por el Ortopedista quien le adujo la posibilidad de tener que amputar más arriba del tobillo para erradicar la infección. En consecuencia, le realizaron RX para observar hasta donde estaba afectado el hueso por la infección, como resultado el 24 de mayo del año 2016 le amputaron a la actora hasta la mitad del fémur, resultado de la impericia y negligencia del galeno tratante, quien en principio afirmo que no había infección más aun cuando observaba que había materia en la herida.
Expresa el apoderado que los hijos de la víctima crecieron bajo un mismo techo, alimentados moral y materialmente por su señora madre quien es ejemplo de honestidad, les brinda buen trato y tienen una buena relación, razón a ello solicitan que las entidades demandadas responsan por los daños causados. Daño que consideran que también puede ser FALLA PRESUNTA EN LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO toda vez, que sucedió en el ejercicio de sus funciones, en horas del servicio, además en el establecimiento de salud antes mencionado. Razón a ello deja en manos del Juzgador el PRINCIPIO IURIT NOVIT CURIA, que se aplique el derecho cualquiera que sea su enfoque que se haya elegido para derivar la responsabilidad.
Agrega que la víctima, sus hijos, y hermana sentaron la más enérgica voz de protesta y dolor toda vez que no tuvieron diligencia, esmero, y protección con la señora Sandra Leiva Herrera, causándole daños permanentes e irreversibles, vulnerando sus derechos a la salud, a la vida, así como en labores cotidianas. Debido a que hubo responsabilidad por el Médico general que la examino, el cual omitió la conducta a seguir de la paciente, realizarle un lavado quirúrgico y la limpieza quirúrgica debido a la contaminación que tenía la paciente con objetivo que no se presentare infección, además de la eliminación de todo el tejido afectado, lo cual no hizo y no solicito la presencia del ortopedista. A sabiendas que era una paciente con diabetes y de acuerdo a la doctrina medica la señora Sandra Leiva Herrera no recibió un tratamiento adecuado o indicado por la ciencia médica, examinada por un médico general, inexperto, imprudente, negligente omisivo, teniendo en cuenta que es una paciente con “Diabetes Mellitus”, no puede permanecer en un nosocomio, debido a que es demasiado vulnerable a adquirir infecciones intrahospitalarias, y por ende debe tratarse de manera inmediata  y bajo estrictas medidas de “asepsia” total, y quienes además omitieron las obligaciones medicas entre ellas garantizar la vida y la salud.
Concluye que está demostrado que la víctima, hijos y hermana han sufrido y materialmente por las lesiones causadas a la actora, por la falla presunta de la prestación del servicio, además de estar demostrado la relación de parentesco entre la demandante y otros.
2. CONTESTACIÓN 
-Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia Y Santa Catalina: 
La entidad demanda mediante apoderado dio contestación a la demanda manifestando oponerse a lo pretendido por los demandantes, considerando que la entidad no está legitimada por pasiva ni tiene responsabilidad alguna en los hechos demandados, tampoco es sujeto de responsabilidad ni de solidaridad, no existe relación de causalidad entre los presuntos daños y las fallas alegadas, por tanto, no debe responder en la reparación pedida en la demanda.
Plantea las Siguientes Excepciones:
1.- Falta de legitimación por pasiva.  Expone que la excepción se basa en los hechos ciertos e irrefutables:

“a. La GOBERNACIÓN DEPARTAMENTAL no opera el Hospital AMOR DE PATRIA.

b. la GOBERNACIÓN DEPARTAMENTAL no intervino directa ni indirectamente en los procedimientos médicos ni en los actos paramédicos descritos por los Demandantes.

c. La GOBERNACIÓN DEPARTAMENTAL no cuenta con médicos, paramédicos, personal asistencial, equipos ni logística para prestar servicios asistenciales en la red pública.

d. Entre la GOBERNACIÓN DEPARTAMENTAL y los Demandantes no existe vínculos contractuales de los que se puedan derivar obligaciones algunas.

e. La GOBERNACIÓN DEPARTAMENTAL no es solidaria en la prestación de servicios asistenciales y logísticos de la red pública, por expresa consagración contractual.”

En consecuencia, no es posible, fáctica ni jurídicamente atribuirle responsabilidad a la Entidad Territorial demandada, puesto que no concurren requisitos legales para vincularla como sujeto litigioso.

2.- La inexistencia de la obligación. Expresa que, conforme al Contrato Interadministrativo No.540-12, la Gobernación Departamental se desprendió de la operación asistencial y logística de la red pública del departamento, asignándole esa carga a la Ips Universitaria, como operador y gestor administrativo del hospital Amor de Patria. Y, como quiera que los demandantes alegan que se presentó fallas en el servicio de administración hospitalaria, resulta claro que las obligaciones que se derivan de la prestación de esos servicios son ajenas al Departamento Insular.

Con cita del artículo 13 del Decreto 3380 de 1981, explica que, si el médico no es responsable por expresa disposición legal, mucho menos lo es el Centro Hospitalario donde se realizan los procedimientos médicos y mucho menos aún lo será la entidad que ha cedido la administración, gestión y la prestación de los servicios de salud. 

3.- Responsabilidad de la IPS universitaria para prestar el servicio de salud. Quien prestó el servicio de salud, dispuso de la logística y vinculó a los médicos tratantes, fue la Ips Universitaria. La atención en salud ofrecida por la Ips Universitaria se hace en cumplimiento del contrato suscrito con la Gobernación, en el cual asumió todo el sistema de salud del departamento. La entidad territorial desconoce del estado de salud antes, durante y después de las intervenciones, tampoco tiene conocimiento sobre los procedimientos, tratamientos, medicaciones, etc, del proceso de intervención, diagnóstico, medicación y recuperación, por tanto, tampoco puede atribuir responsabilidad en la Ips tratante y por ende jamás podría reconocer una solidaridad.
Agrega, que se pactó, acordó y plasmó expresamente en el Contrato Interadministrativo No.540-12(cláusula 25), la exclusión de responsabilidad, de manera que el Departamento no asume ninguna responsabilidad ni solidaria en el pago de las obligaciones contraídas por el contratista frente a terceros.
4.- Inexistencia de solidaridad. Que del Contrato Interadministrativo No.540-12, se desprende los argumentos para desvirtuar la solidaridad alegada por los demandantes:

· “No existe subordinación de IPS U con respecto a la Gobernación de SAI, significa esto que la IPS dispone de absoluta libertad jurídica, técnica, administrativa y financiera, lo que significa que asume todos los riesgos por la operación. (Cláusula 1. OBJETO)

· Se estipuló, manteniendo vigente el concepto de la autonomía y buscando blindar al Departamento, que la operación de los servicios que se deriven del presente contrato lo realizara el CONTRATISTA bajo la figura del mandado sin representación.(Clausula 4)

· Se pactó que la IPS UNIVERSITARIA debía mantener indemne al Departamento insular, de cualquier tipo de multas, penalidades, gastos, pagos y responsabilidades derivadas de la ejecución del contrato.(Clausula 10-5)

· El operador de manera expresa aceptó disponer el personal científico y técnico idóneo para la prestación de los servicios convenidos y con sujeción a las normas legales.(Clausula 12-4)

· Se admitió como obligación de la Contratista, que vincularía el equipo profesional, científico, técnico y administrativo que se requiera para el desarrollo de la operación y ejecución del contrato(Clausula 16)

· El Contrato obliga a la IPS UNIVERSITARIA a otorgar garantías que aseguraran la buena prestación de los servicios de salud(Clausula 18-1-3)

· Las partes acordaron aprobar la denominada CLAUSULA DE INDEMNIDAD que significa que la IPS UNIVERSITARIA está obligado a mantener indemne al DEPARTAMENTO de cualquier reclamación proveniente de terceros.(Clausula 30)”    
5.- Carencia de derecho para demandar. En consideración a que la Gobernación Insular no opera ni administra el Hospital Amor de Patria, que no emplea médicos ni personal paramédico bajo su subordinación y no existe solidaridad en los actos que ejecuta la Ips Universitaria y los actos administrativos que ejecuta el ente territorial, por ello, no surge derecho alguno en favor de los demandantes para formular la demanda.

6.- Inexistencia de relación de causa a efecto. El servicio de operación asistencia y logística de la red pública hospitalaria del Departamento de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, fue asumido en su totalidad por la Ips Universitaria en virtud del Contrato Interadministrativo No.540-12, servicio que incluye la administración del Hospital Departamental Amor de Patria, donde presuntamente fue atendida la paciente, además, la Gobernación no intervino en esa administración ni en la prestación de servicios que se describe en la demanda, por ello no existe ni existirá  nexo, vinculo o relación de causalidad entre los actos de carácter institucional del ente territorial demandado y los actos de operación, asistencia y operacional que demanda el servicio de salud, y los actos de operación y asistencia ejecutados por el Hospital Amor de Patria, su equipo médico y los resultados que puedan haber afectado a la paciente.
7.- Ausencia de los requisitos para estructurar la responsabilidad. Los hechos descritos en la demanda, fuerzan a concluir que no concurren los requisitos previstos por la Ley y la jurisprudencia para configurar la responsabilidad en las presuntas fallas en el servicio alegados por los actores. Del relato de los hechos, se puede concluir que la Gobernación no tiene a su cargo la administración y gestión de la operación asistencia y logística de la red pública del Departamento, lo cual rompe la regla de la culpa y la solidaridad. La Gobernación no intervino directa ni indirectamente, con personal, equipos no logística en la prestación de los servicios presuntamente suministrados a la paciente.

Es indudable que los actos que ejecuta la Administración en ejercicio de sus funciones legales y contractuales, carecen de absoluto nexo o vínculo con los actos que ejecuta la Ips Universitaria en ejercicio de su rol de operador del servicio. Las partes del contrato interadministrativo mencionado, pactaron de manera expresa, liberar de responsabilidad a la Gobernación insular, por tanto, deja de concurrir otro de los requisitos que estructuran la responsabilidad rogada por los demandantes.

8.- Excepción genérica del C.G.P..  Pide que, en la medida que se hallen hechos que constituyan una excepción, reconocerla oficiosamente, en acatamiento de lo dispuesto en le ordenamiento general del proceso. 
-Institución Prestadora De Servicios De Salud De La Universidad De Antioquia-IPS Universitaria:
En síntesis, la entidad accionada se opone a todas y cada una de las pretensiones de la demanda.

Al referirse a los hechos de la demanda, manifiesta que es indispensable que el Despacho tenga en cuenta que, de acuerdo a la historia clínica, la señora Leiva Herrera fue atendida en la Ips Universitaria de la ciudad de Medellín, el 22 de febrero de 2016 para valoración por ortopedia por presentar necrosis en el primer dedo del pie izquierdo. La paciente tenía antecedentes patológicos de Hipertensión Arterial, Diabetes Mellitus y Obesidad, circunstancias que fueron determinantes en la necesidad de amputación progresiva de la extremidad inferior izquierda de la demandante.
Refiere que, cuando un paciente padece diabetes mellitus, al sufrir algún tipo de trauma, se produce una necrosis del tejido, tal y como ocurrió en el presente caso, y posteriormente la necesidad de amputación, toda vez que un paciente con esta patología sufre de inmunosupresión es decir que su sistema inmunológico no es suficiente para dar respuesta adecuada a las lesiones o traumas, lo cual general la extensión del mismo. Agrega que, fue precisamente lo que ocurrió en el presente caso, la señora Leiva Herrera presentó una lesión del primer dedo de su pie izquierdo, y al ser inmunosuprimida, su lesión fue de un mal pronóstico y hubo necesidad amputarle parte de su extremidad.

Que, si bien la señora Sandra Leiva Herrera, consultó el 7 de mayo de 2016 en la Ips Universitaria de San Andrés y Providencia, por considerar que el muñón de su extremidad izquierda se encontraba infectado, luego de la atención oportuna, diligente y perita, el médico de turno lo encontró en buen estado y sin ningún signo de infección. 
Asegura, que la Ips Universitaria no incurrió en un actuar culposo o negligente en las atenciones dispensadas a la señora Sandra Leiva Herrera el 7 de mayo de 2016, como lo pretende hacer creer la parte actora, pues a la demandante se le prestó la atención en salud necesaria, oportuna y por profesionales idóneos al momento que lo requirió, por tanto, se deberán negar las pretensiones de la demanda.

Recuerda que, de manera pacífica y unánime, se ha establecido tanto por la doctrina como la jurisprudencia nacional, que en tratándose de responsabilidad médica, se aplica el régimen de culpa o falla probada, es decir, corresponde a la parte demandante demostrar la falla en el servicio por parte de los demandados, conforme a las imputaciones de la demanda, igualmente le corresponde demostrar la existencia de daño antijurídico y el nexo de causalidad entre ese daño y dicha falla imputada.

Termina manifestando que, todo el tratamiento médico dispensado a la señora Leiva estuvo ajustado a los protocolos médicos en la materia y sobre todo al cuadro motivo de consulta en cada una de sus valoraciones.

Plantea como excepciones de fondo:

1.- Ausencia de incumplimiento por parte de la IPS universitaria. Sostiene que el proceso de atención médica de la señora Sandra Leiva Herrera en la Ips Universitaria se efectuó con toda la diligencia y oportunidad requeridas por el paciente. La Ips cumplió a cabalidad, todas y cada una de las obligaciones que en su calidad de institución prestadora de servicios de salud le corresponden. 

El análisis correcto del caso, permiten concluir, que en la consulta del 7 de mayo, la paciente no tenía síntomas ni signos de infección, y por ello el manejo médico fue completamente adecuado, por tanto, no existió ningún incumplimiento legal ni contractual por parte de la Ips Universitaria.
Por lo anterior, no puede predicarse responsabilidad de la Ips Universitaria, pro presuntas fallas en la prestación del servicio, pues tal y como lo demuestra la historia clínica, en la atención médica dispensada a la señora Sandra Leiva Herrera se actuó con diligencia y cuidado. En consecuencia, ni no existió ningún tipo de incumplimiento legal o contractual por parte de la Ips, la consecuencia jurídica de ello que se impone es que no tiene la obligación legal de responder por los perjuicios que se reclaman en la demanda.
2.- Ausencia de falla en el servicio como elemento estructural de la responsabilidad medica por parte de la IPS universitaria. Recuerda que “Sin falla no existe responsabilidad médica”, para luego advertir que en el presente caso no se configura la falla del servicio en cabeza da la Ips Universitaria, pues el manejo dado al caso de la señora Sandra Leiva Herrera, estuvo ajustado a las condiciones particulares del caso y a los protocolos médicos en la materia y especialmente a las condiciones clínicas de la paciente, en la consulta del 7 de mayo. 

3.- Ausencia nexo causal. No existe relación ni física ni jurídica de causa efecto entre la complicación presentada por la paciente y la atención médica dispensada en la Ips Universitaria. La amputación de la paciente se explica por sus propias patologías de base, y no por haber existido algún error o tratamiento brindado por la Ips. El manejo clínico del caso y especialmente el manejo de la atención del 7 de mayo, fue adecuado, por cuanto en este momento la paciente no tenía signos de infección.  
4.- Indebida tasación de los perjuicios. Señala que los procesos de responsabilidad no pueden convertirse en fuente de enriquecimiento para quien lo invoca ni para sus apoderados, por lo tanto el despacho en el evento hipotético de que deba liquidar perjuicios en favor de los demandantes, no deberá perder de vista que los perjuicios en la cuantía en que están solicitados son exagerados y desconocen todos los referentes jurisprudenciales existentes en la materia, en especial aquellos establecidos por el Consejo de Estado en la sentencia de 28 de agosto de 2014. Exp 31172, M.P. Olga Mélida Valle De La Hoz, en el cual se establecieron los topes indemnizatorios en materia de perjuicios inmateriales.
Para el presente caso, los demandantes reclaman la totalidad de los perjuicios, olvidando que la paciente ya tenía previamente una amputación por encima del tobillo, en consecuencia, si el Despacho llegare a considerar que hay lugar a una indemnización, deberá tener en cuenta lo anterior. Adicionalmente, debe tenerse en cuenta que las indemnizaciones por concepto de daño fisiológico y perjuicio a la vida de relación, resulta improcedentes, toda vez que actualmente la jurisprudencia ha abandonado el reconocimiento de éstos perjuicios.
-Llamados en garantía:

-Federación Gremial de los Trabajadores de La Salud “FEDSALUD”:

La Federeción dio contestación a la demanda haciendo un pronunciamiento respecto a los hechos que la componen, manifestando que, de la nota clínica de 19 de enero de 2016, se puede concluir que la demandante ingresó a las instalaciones de la Clínica León XIII con un trauma en el pie izquierdo de 3 semanas de evolución y refiriendo que su dedo lo tenía negro, además de presentar parestesia en ambos miembros inferiores desde hace varios años. Por lo anterior, y teniendo en cuenta que presentaba isquemia crítica posterior a un trauma de varias semanas, se decidió valorar por nefrología y por ortopedia, quien dio de alta el 21 de enero por encontrar que su problema era generalizado, es decir, se encontraba en toda su vasculatura.

Luego, el 23 de enero de 2016 es evaluada por cirugía vascular quien encontró necrosis de hallux izquierdo y compromiso micro vascular, lo cual debe ser tenido en cuenta por el Despacho por los siguientes motivos:

· “El compromiso micro vascular, que hace referencia a la Esclerosis Sistémica (ES), “es una enfermedad autoinmune y multisistémica, cuya afectación básica es una lesión vascular generalizada, que produce isquemia y fibrosis secundaria del tejido comprometido. El compromiso miocárdico primario (sin compromiso pulmonar o renal), es frecuente, y un grave factor de riesgo de muerte. Junto con la fibrosis pulmonar y la hipertensión pulmonar, es una de las principales causas de mortalidad”.(…)

· La paciente ya presentaba compromiso pulmonar y renal como se desprende de la Historia Clínica.

· El Hallux izquierdo se encontraba con necrosis de falange distal en región plantar sin signos de infección, lo que explica que su causa se encontraba en el mismo problema micro vascular que padecía la paciente.

· La isquemia crítica es “aquella que, en instalada en forma aguda, amenaza a la viabilidad de la extremidad pero es reversible sin una amputación mayor, siempre y cuando la obstrucción arterial se corrija oportunamente”…

· Como se ratifica en la Historia Clínica, la paciente presentaba multiplicidad de comorbilidades, tanto macro como microvasculares por su diabetes mellitus tipo 2, con pérdida de tejido menor y ausencia de pulsos en extremidades”.     
Teniendo en cuenta que la paciente llegó descompensada de su diabetes y se sus riñones, se tornó primordial para el personal médico que la atendía, controlarla hasta un nivel en que fuera posible realizar la amputación de su primer dedo del pie izquierdo, por tanto, no se pudo llevar a cabo sino hasta el 26 de enero de 2016. Además, era un hecho conocido por el personal médico que la paciente presentaba lo que se conoce como “pie diabético”, por lo cual eran previsibles más no prevenibles las complicaciones que tuvo de ahí en adelante, debido a que su problema tanto macro como micro vascular, sin que pudiera simplemente abordarse una zona determinada de su cuerpo.
Expresa que la diabetes mellitus 2, es una enfermedad degenerativa que con el tiempo puede provocar lesiones en los ojos, los riñones y los nervios y hace más propensa la adquisición de infecciones, junto con la insuficiencia renal que presentaba la señora Sandra Leiva desde hace años. c
Explica que, a pesar de no reportar cultivos positivos después de la primera amputación, las claras comorbilidades que presentaba la demandante se tradujeron en la siguiente amputación a la cual tuvo que ser sometida. Agrega que, de acuerdo a la historia clínica, los días posteriores a la amputación de hallux izquierdo, la paciente presentaba un muñón con vitalidad, sin eritema, secreción purulenta o signos de infección local, por lo cual se decidió dar de alta por ortopedia con cita de control en 10-15 días para retiro de puntos y valoración. Adicionalmente se dejó constancia que a la paciente le fueron explicados los signos y síntomas de alarma con la posibilidad de consultar antes de los días establecidos, lo cual dijo comprender y aceptar.
Que, el 22 de febrero en las horas de la tarde, la señora Sandra Leyva ingresó desde el servicio de ortopedia de consulta externa, ya que presentaba bordes necróticos en el sitio del muñón metatarso falángico izquierdo, por lo cual se remitió al servicio de urgencias para ser hospitalizada y realizar el manejo respectivo con la finalidad de evaluar si había compromiso óseo o no. Los días siguientes se procedió a realizar desbridamiento de tejidos necróticos y curetajes óseos, tal como lo indica la historia clínica. Por ello, el 27 de febrero de 2016, se tornó inexcusable para el médico ortopedista, explicar a la paciente y a su hija la necesidad de ascender el nivel de amputación, lo cual aceptó llevándose a cabo el 1 de marzo del mismo año.
En notas posteriores se encuentra un diagnóstico de “pie diabético izquierdo infectado tejidos blandos y huesos por Enterococcus faecalis, Enterobbacter cloacae, Proteus mirabilis”, lo que resulta importante mencionar por la alta propensión a las infecciones que presentaba la señora Sandra Leyva. Frente a esto precisa, que las bacterias anteriormente mencionadas son bacterias que se pueden encontrar en el mismo tracto digestivo de mamíferos, suelo, agua o alimentos, en el aparato digestivo humano e incluso en el sistema urinario.

Agrega que, para esa misma época (incluso para noviembre de 2015) la paciente estuvo en tratamiento antibiótico para la peritonitis la cual estuvo asociada a infección del catéter peritoneal, lo que demuestra una vez más la susceptibilidad que tenía la paciente de adquirir infecciones por respuesta tardía de glóbulos blancos.  
Asegura que, como se desprende de la historia clínica, no es cierto que el personal médico o asistencial que atendió a la señora Sandra Leyva en las instalaciones de la Ips Universitaria sede San Andrés haya incurrido en culpa como erróneamente indica el abogado de la parte demandante, pue en todo momento fue atendida por personal idóneo, con la premura que cada situación representaba, en instalaciones adecuadas para la prestación de los servicios de salud y con suprema diligencia y cuidado, prueba de ello es el hecho del escalonamiento en los niveles de amputación que le fueron practicados a la demandante con la finalidad de que la amputación no fuese muy drástica para ella, el personal médico pensó inicialmente en una amputación del hallux, al ver que presentaba necrosis de los bordes del hallux, se optó por amputación de lisfranc a nivel tarso-metatarsiano con la finalidad de posibilitarle la marcha sin requerir el uso de prótesis pues el talón aún se conservaba.

No obstante ello, al ver que la demandante adquiría nuevas infecciones por fuera del nosocomio, se hizo necesario seguir escalonando el nivel de la amputación hacía el tobillo y posteriormente hacía la rodilla de manera infracondílea; todo como consecuencia de las propias comorbilidades que presentaba la paciente y que se explican de manera reiterada en toda la historia clínica.

Depreca que, el hecho de que el 7 de mayo de 2016, más de dos meses de la última amputación a la demandante, ésta hubiera consultado a urgencias por presentar infección en sitio de la intervención, no es indicativo en lo absoluto de culpa alguna por parte del personal médico. Es claro que la infinidad de bacterias que pueden ser adquiridas en el medio ambiente y más cuando la propensión a ellas se hace más latente por problemas macro y micro vasculares, como fue el caso de la señora Sandra Leyva puesto que no es posible imputar algún tipo de responsabilidad a una institución o incluso a unos galenos, 2 meses después de haberla intervenido y menos con patologías de base en estadíos crónicos.
Resalta que, en nota del 7 de mayo de 2016, claramente se explica que el Dr. Juan Sebastián Hurtado cumplió el protocolo establecido para la revisión de la señora Sandra Leyva, consistente en examinar el sitio de la cirugía, cambiar el vendaje y cerciorarse que no hubiera ningún tipo de infección hasta el momento. Sumado a ello dio orden de cita prioritaria, y más importante, dio recomendaciones y signos de alarma para reconsultar, lo que significa que nada obstaba para que la paciente reconsultara antes de la fecha en que le dieron la cita en tal caso que notara algún signo de alarma.

Recuerda que, la señora Sandra Leyva se presentó a las instalaciones de la Ips Universitaria el 17 de mayo de 2016, presentando un cuadro de 3 días de evolución de episodios eméticos y un día de evolución de disnea, astenia, adinamia, entre otros. Si a la paciente se le dieron los signos de alarma para reconsultar ante de tiempo, ¿Por qué no acudió prontamente y de manera urgente al Hospital, teniendo en cuenta sus preexistencias y situación particular?.  

El señalado día se retiró el vendaje observándose 2 puntos con sobreinfección y material purulento de mal olor por lo cual ingresó para manejo, paraclínicos y se decidió valorar posteriormente con resultados en mano. El 22 de mayo, la paciente fue evaluada por el ortopedista quien tras el diagnóstico de infección del muñón con necrosis de los bordes, se vio en la necesidad de solicitar radiografía del tobillo izquierdo para definir el compromiso óseo y en consecuencia un nivel de amputación más alto, procedimiento quirúrgico que fue realizado el 24 de mayo.

Advierte, que las complicaciones que presentó la señora Sandra Leyva y que continuará presentando, no tienen nada que ver con una fractura o luxación, sino que ellas se deben al problema microvascular que presenta gracias a su diabetes mellitus 2, a su insuficiencia renal crónica estadío 5 y a su falla cardíaca; pruebas todas ellas de un mal sistema inmunitario. Por tanto, no es cierto que la amputación de su pierna izquierda hubiera sido el detonante para que la salud de la demandante disminuyera, pues padece:
· “Diabetes Mellitus desde hace mas de 17 años

· Retinopatía diabética

· Nefropatía diabética

· Es insulino requirente

· Macroangiopatía diabética

· Enfermedad renal crónica en Estadío 5

· Hipertensión arterial

· Anemia Severa

· Hiperfosfemia secundarias

· Hipocalcemia

· Obesidad grado 1

· Miomatosis uterina

· Tiene mala perfusión de los tejidos 

· Poca respuesta de su sistema inmunológico 

· Problema neuropático evidenciado”
Reitera que, es claro que la predisposición a las infecciones son todas por condiciones propias de la paciente y no por mala atención por parte del personal médico que la atendió durante su estadía en ambas sedes de la Ips Universitaria. El personal médico y auxiliar siempre estuvo enfocado en aminorar los daños propios y las comorbilidades de la paciente que agravaban su pie diabético tales como:

· “Compensarla primero sistémicamente antes de realizar cualquier amputación debido a que había llegado descompensada tanto de los riñones como de la diabetes.

· Transfusiones sanguíneas las cuales requirieron de mucho tiempo debido a la insuficiencia renal crónica

· Hospitalizaciones

· Múltiples lavados y desbridamientos 

· Amputación en niveles inferiores primeramente con la finalidad de que pudiera seguir caminando”.

Luego de oponerse a las pretensiones de la demanda, plantea las excepciones de mérito siguientes:
1.- Ausencia de culpa o falla en el servicio de la Federación Gremial de Trabajadores de salud: En casos como el presente donde se discute la responsabilidad de los establecimientos prestadores del servicio de salud y de su personal, la Sección Tercera del Consejo de Estado ha establecido que el régimen aplicable es el de falla probada del servicio. Gracias a que la base sobre la cual se estructura el factor de imputación de la falla del servicio es la culpa, buscaremos demostrar a lo largo del proceso la diligencia y cuidado en la prestación de los servicios médicos a la señora Sandra Leyva, ello por cuanto, las atenciones médicas y hospitalarias que le fueron brindadas en la sedes Clínica León XIII y Clarence Lynd Newball Memorial Hospital de la Ips Universitaria entre el 19 de enero y 331 de mayo de 2016, fueron todas íntegras, adecuadas a la lex artis de la medicina, prestadas por el personal idóneo, perito en la materia y de forma inmediata y oportuna, pero además con el pleno seguimiento de todos los parámetros y reglamentos específicos cada procedimiento.

2.- Inexistencia del nexo causal entre la perdida de la extremidad y la atención del 07 de mayo de 2016. Resalta que por las poca claridad de la parte accionante frente a la acreditación del nexo causal entre las atenciones médicas y hospitalarias brindadas a la señora Sandra Leyva para el 7 de mayo de 2016 y la amputación de su pierna, toda vez que ésta ya se había iniciado desde el mes de marzo y era previsible que continuara así gracias a que padece lo que se conoce como “pie diabético” como consecuencia de sus patologías de base.

Como se ha referido y se demostrará a lo largo del proceso, la señora Sandra Leyva es una paciente de más de 47 años, con antecedentes de ERCT en diálisis peritoneal desde abril de 2015; peritonitis por SAMR en octubre de 2015; Diabetes Mellitus 2 insulinorequirente; HTA; enfermedad renal crónica terminal estadío 5; Glaucoma; Retinopatía diabética (invidente de ambos ojos); Obesidad; mal pronostico de cicatrización; múltiples hospitalizaciones; hipertensión pulmonar moderada; cardiopatía; etc. Es debido a esto, a sus múltiples factores predisponentes correspondientes al estadío terminal de la paciente, que la señora Sandra Leyva tenía y aún tiene dentro de sus consecuencias más próximas en cada intervención, las amputaciones de miembros e incluso la muerte. 
3.- Materialización de riesgos probables. Teniendo en cuenta que la medicina no es una ciencia exacta y que con frecuencia los tratamientos pueden fracasar, no es dable imputar responsabilidad a priori al personal médico o a la institución hospitalaria, sino que debe entrar a analizar correctamente la diligencia o prudencia con que actuaron estos sujetos. Considerando que existen factores predisponentes del paciente que pueden llevar a resultados no deseados, las obligaciones de los médicos son de medios y no de resultado, y por tanto estos no pueden asegurar un tratamiento o una operación exitosa, sino únicamente utilizar todos los medios que se encuentren a su alcance para buscar reestablecer la salud a sus pacientes.

4.- Factores predisponentes y comorbilidades. Como obra en innumerables notas de la historia clínica allegada al expediente, la señora Sandra Leyva padece de varios factores predisponentes de su mismo estadío terminal que han llevado a que tenga un problema microvascular generalizado, como son una insuficiencia renal crónica estadío 5, falla cardíaca y diabetes mellitus 2 descompensada. Esto desafortunadamente, fue lo que condujo a la necesidad de realizarle varias amputaciones por parte del personal médico que la atendió en ambas sedes de la Ips Universitaria. En consecuencia, tales comorbilidades han generado que la paciente sea más propensa a adquirir infecciones por la mala perfusión de sus tejidos y la poca respuesta de su sistema inmunológico, no por una “mala atención” como aducen. 
5.- Excesiva tasación de perjuicios morales.  Con cita de sentencias del Consejo de Estado, indica que en el presente caso la cuantía en que han sido estimados los perjuicios por la parte demandante es excesiva y carece de apoyo fáctico debido a que se pretende obtener el pago de unas sumas de dinero a todas luz improbadas y exageradas que dejan entre ver el exclusivo ánimo de obtener un enriquecimiento injustificado. Por tanto, se deberán tener en cuenta los parámetros legales y jurisprudenciales establecidos para la materia, y establecer como límites no solamente lo pedido sino también lo probado y lo legalmente permitido.  
6.- Inexistencia del perjuicio denominado “daño a la vida de relación”. Recuerda que, desde las sentencias de la Sala Plena de la Sección Tercera del 14 de septiembre de 2011, expp.19031 y 38222, se adoptó el criterio según el cual, cuando se demanda la indemnización de daños inmateriales provenientes de la lesión a la integridad psicofísica de una persona, ya no es procedente referirse al daño a la vida de relación o incluso a las alteraciones graves a las condiciones de existencia, sino que es pertinente hacer referencia a la tipología del daño a la salud. Así, en sentencias de 28 de agosto de 2014, se dejaron atrás los conceptos de daño fisiológico, daño a la vida de relación y alteración grave a las condiciones de existencia, para darle paso exclusivamente al daño a la salud. 

7- Inexistencia de la prueba del perjuicio material pretendido en su modalidad de lucro cesante. Con la presente demanda se pretende el reconocimiento de la indemnización del perjuicio material en la modalidad de lucro cesante, señalando que la señora Sandra Leyva percibía un salario mínimo legal mensual vigente, sin embargo, no hay prueba de que percibiera realmente este monto, o alguna que indique la labor que desempeñaba. Así las cosas, teniendo en cuenta que no existe prueba de los perjuicios reclamados, solicitan al Despacho desestimar tales pretensiones, pues si los perjuicios no están demostrados, éstos no podrán ser reconocidos.
Pronunciamiento frente al llamamiento en garantía:

La apoderada de Fedsalud, hace un pronunciamiento previo por el cual aclara que la Federación es una entidad agremiadora del sector sindical, cuya finalidad es congregar sindicatos de gremio de primer grado quienes son los que, con apoyo de sus afiliados partícipes, prestan de manera directa de servicios de medicina general, especializada, instrumentación quirúrgica, paramédicos, etc., de forma autónoma y autogestionaria.

Manifiesta oponerse a las pretensiones del llamamiento en garantía, toda vez que Fedsalud no es responsable individual ni solidariamente de ningún perjuicio eventualmente sufrido por los accionantes, en la medida en que son se presentan los elementos estructurales bien sea de la responsabilidad contractual o extracontractual, concretamente en la presencia de una falla en el servicio y del consecuente nexo de causalidad con el daño.

Fedsalud está constituido como un sindicato de segundo nivel, cuya finalidad es congregar sindicatos de gremio del sector salud, lo que significa que de ninguna manera está integrada por personas naturales ni mucho menos presta directamente servicios de salud. Su único propósito de existencia, además de realizar su función gremial, es servir como medio para realizar óptimas negociaciones colectivas de trabajo, esto es, para garantizar salarios óptimos para profesionales del sector salud que hagan parte de los sindicatos de primer nivel afiliados a Fedsalud.  

Frente al llamamiento en garantía plantea las excepciones siguientes:

1.- No existen hechos que fundamenten las pretensiones del llamante: En el llamamiento en garantía no existen lo elementos que señalen o precisen la conducta de Fedsalud, como causante de los presuntos perjuicios sufridos por los demandantes, pues Fedsalud cumplió con su obligación contractual de gestionar la integración de servicios de medicina especializada en la Ips Universitaria a través de sus sindicatos de primer grado asociados, es decir, actuó en los términos de los artículos 417 y siguientes del Código Sustantivo del Trabajo.

2.- Ausencia de culpa: No es posible endilgar culpa alguna a Fedsalud por cuento no intervino directamente en la prestación de los servicios de salud a la señora Sandra Leyva. Tampoco se desprende que la atención brindada por los médicos en general se hubiera realizado de manera culposa, entendida esta como la falta de diligencia y cuidado con que deben actuar los profesionales e la salud. Reitera que las atenciones fueron siempre brindadas por especialistas, adecuados, íntegros, oportunos e idóneos, como se parecía de la historia clínica.

3.- Inexistencia de nexo causal: La actuación contractual de Fedsalud es de mandato, razón por la cual no tenía la posibilidad legal de prestar servicios de salud en forma directa; su labor consiste en suscribir convenios intersindicales con cada sindicato de gremio afiliados, para que sean ellos, quienes a través de sus afiliados personas naturales, desarrollen la actividad especializada, con lo cual actúa únicamente como ente integrador,, mientras que quienes ejecutan los procedimientos médicos generales y especializados son estos sindicatos de primer grado. El hecho de que se presentara un riesgo propio o asociado a las intervenciones quirúrgicas practicadas a la señora Sandra Leyva, y agravadas por sus mismas patologías de base, no es indicativo de una mala praxis médica, y en consecuencia, el supuesto daño ocasionado no puede ser imputable a Fedsalud al no ser consecuencia directa de su actuar.
4.- Hecho de un tercero: Fedsalud no participó directamente en la intervención, consulta, revisiones, atenciones, y demás actos médicos brindados a la señora Sandra Leyva. Es claro entonces que los perjuicios reclamados por la demandante son producto de la conducta de terceras personas respecto de Fedsalud, frente a los cuales no se señaló responsabilidad alguna.

5.- Tasación excesiva de perjuicios: Los perjuicios que se reclaman tienen una tasación excesiva que desconoce todos los referentes jurisprudenciales existentes en la materia y sin ningún fundamento fáctico. Las acciones de responsabilidad civil no pueden por ningún motivo constituirse en fuente de enriquecimiento para quienes la invoca; por consiguiente, en el evento hipotético que se deban liquidar perjuicios a favor de la parte demandante, el Despacho deberá en desarrollo del principio de la sana crítica, tasar en equidad los perjuicios solicitados.

6.- Inexistencia de solidaridad:  Manifiesta que no obstante presentarse pluralidad de personas que integran la parte pasiva de la relación jurídico-procesal, las conductas de ellas habrán de examinarse de forma independiente debido a que no se obligaron solidariamente a cumplir determinada prestación, ni mucho menos existe una concurrencia de culpas que las haga solidariamente responsable en virtud de lo preceptuado en el artículo 2344 del Código Civil.

-Sindicato de Profesionales en la Salud -Proensalud- Sindicato de Gremio:
Al contestar la demanda, el Sindica manifiesta que, al hacerse una revisión de la historia clínica, se observa que la señora Sandra Leyva Herrera ingresó a las instalaciones de la Clínica León XIII en Medellín el 19 de enero de 2016 con trauma en pie izquierdo, con evolución de tres semanas, refiere además que el dedo lo tenía negro y que durante años sentía parestesia en ambos miembros y con antecedente de diabetes mellitus tipo 2, enfermedad renal crónica estadio 5,, glaucoma, invidente y con obesidad. Además, se puede constatar que la paciente es remitida a nefrología y ortopedia, es valorada por internista y siempre tuvo a su disposición especialistas y médicos generales idóneos; la paciente presentaba descompensación de su diabetes y riñones, sin embargo, teniendo en cuenta su enfermedad de base, resultó necesario e indispensable amputarle el primer de del pie el 26 de enero de 2016, por presentar necrosis de falange distal, es decir que, como se expone en la demanda, con ocasión a las complicaciones que devienen de su patología de base.
El día 22 de febrero de 2016, fue atendida por ortopedia con diagnóstico de pie diabético para valoración, encontrándose la herida húmeda, con secreción purulenta, con necrosis en sitio de muñón falángico izquierdo por lo que se remite a urgencias para ser hospitalizada. 

Indica que, la paciente continuaba con múltiples comorbilidades y con presencia de focos de  infección, algo común en pacientes diabéticos por lo que fue necesario continuar con la amputación, pues en la base de lo amputado había necrosis en el borde, mal olor, pésima circulación, sin sangre y con mal pronóstico de cicatrización, siendo necesario amputar hasta el tobillo, y la paciente siguió recibiendo atención permanente y tuvo a su disposición personal idóneo atendiendo las múltiples patologías que presentaba, como nefrólogo, ortopedista, internista, infectólogo, presencia permanente de enfermería y medicina general y demás especialistas, tal como consta en la historia clínica.

Aclara que, los pacientes diabéticos son propensos a infecciones por falla de mecanismos innatos protectores del cuerpo humano, la predisposición está ligada al control metabólico, tal como lo expone el médico internista Juan Camilo Díaz Coronado en el dictamen pericial aportado, donde se expone todas las complicaciones de la demandante a nivel metabólico, micro vascular, pulmonar, con problemas cardiacos, insuficiencia renal crónica, con retinopatía severa entre otras.

Expone que: “En la Diabetes al haber niveles de glucosa altos en sangre, de manera persistente, puede desarrollarse un daño permanente en los nervios que te permiten mover, sentir frio, calor o presión. Esto se produce porque la glucosa alta, lentamente va lesionando los nervios hasta afectar la función de los mismos llamado neuropatía diabética(Se define como la presencia de signos y síntomas de disfunción de los nervios periféricos debido a la pérdida progresiva de las fibras nerviosas), igualmente se genera daño microvascular(Microangiopatia) en los tejidos, manifestado esto más comúnmente como Pie Diabético. La diabetes puede hacerte más susceptible a infecciones bacterianas y por hongos debido a Hipoxia sostenida, por el daño vascular, hay liberación de factores de crecimiento vascular y Factores de crecimiento fibroblástico (IGFs) que conllevan a aumentar el daño tisular (En los tejidos). En conclusión la disminución del fujo sanguíneo, Aumento de la resistencia vascular, descenso de la presión de oxígeno, el estrés oxidativo y los factores autoinmunitarios, conllevan a que se genere no solo el daño del tejido sino el incremento de infecciones de difícil manejo por débil respuesta del mismo tejido afectado.”  

Asegura que la atención médica brindada a la paciente fue diligente, oportuna, de acuerdo al cuadro clínico que padece y siempre brindándole el conocimiento idóneo y atención conforme a la ciencia médica y a la Lex Artis, además consentida.
Advierte el Despacho, que no solo los médicos afiliados a Proensalud participaron de la atención dispensada a la paciente en las instalaciones de la Ips Universitaria Sede San Andrés Isla y que también los médicos afiliados a Proensalud actúan de manera autónoma e independiente como así consta en los convenios de ejecución suscritos con ellos, y siendo que en la demanda no se ha reprochado la atención de alguno de los galenos afiliados a Proensalud, deberá ser desvinculada del proceso de la referencia.
Refiere que la paciente Sandra Leyva Herrera ingresó a la IPS Universitaria sede San Andrés Isla el día 7 de mayo de 2016, sin compromiso sistemático de acuerdo con la historia clínica, documento donde además consta que el motivo de consulta fue “tiene como infectado el muñón”, se revisa la paciente, se toman signos vitales, y se establece como observación de triage lo siguiente: “Paciente con pie diabético, muñón de pie izquierdo en buen estado, no signos de infección, cambio de vendaje, doy recomendaciones y signos de alarma para consultar, doy orden de cita prioritaria”.  Lo anterior consta en la historia clínica y así lo consagró el doctor Juan Sebastián Hurtado Salazar, médico ajen no a Proensallud.

Que, la paciente ingresa nuevamente el 17 de mayo de 2016, el motivo de consulta fue: “Paciente de 47 años, traída por su hija por cuadro de 3 días de evolución de episodios eméticos, desde ayer con disnea de moderados esfuerzos, astenia, adinamia, dolor en sitio de inserción de catéter y hoy con fiebre de 30°. Niega cefalea, no dolor precordial, no otros síntomas.”  
Considera que, con base en la historia clínica, es claro que la paciente hizo caso omiso a las recomendaciones médicas, no atendió los signos de alarma y no acudió al servicio de forma inmediata y urgente tal y como se le había recomendado.

Una vez ingresa la paciente a la Ips Universitaria sede San Andrés, la médica general de turno, Dra. Vanessa Naranjo Serrano, afiliada a Proensalud, el día 17 de mayo de 2016 de forma diligente procedió conforme al protocolo médico y la Lex Artis, auscultó a la paciente encontrando como relevante que esta en la parte amputada presentaba dos puntos con sobre infección y material purulento, con base en ello se ingresa para manejo, se ordenan paraclínicos y se revalora con resultados, además es valorada por radiología y se ordena valoración por medicina interna, por lo tanto, “no es cierto” lo manifestado en la demanda, cuando en la historia clínica se soporta todo lo contrario, el día 18 de mayo es valorada por medicina familiar quien persiste en que la paciente debe ser valorada por el internista y además por ortopedia, lo cual se hizo.

Asegura que a la paciente se le brindó una atención permanente, se le dio tratamiento médico, se le suministra líquidos, se realizan glucometrías, se cura muñón de pie izquierdo, se toman cultivos, se realizan paraclínicos, radiografía, todo contrario a lo expuesto en los hechos de la demanda.  
El 22 de mayo de 2016, el Dr. José Fernando Lobo, ortopedista ajeno a Proensalud, valora a la paciente y encuentra que tiene signos de infección del muñón con necrosis en los bordes, ordena Rx de tobillo izquierdo para definir compromiso óseo y para definir el nivel de amputación más alto. Una vez se obtiene los resultados, el señalado especialista ordena la amputación, el inicio de antibioticoterapia, aumento de reposición de calcio y transfusión de glóbulos rojos, procedimiento que fue aceptado por la paciente. Luego la paciente es valorada por anestesiología y medicina interna, y la cirugía se llevó a cabo el 24 de mayo de 2016.
Asevera que la parte médica en general procedió conforme a la ciencia médica, sin que se avizore negligencia, culpa, impericia alguna por parte de los médicos o personal asistencia intervinientes en la atención otorgada a la señora Leyva Herrera. Agrega que las diversas amputaciones se debieron a sus patologías de base y no a impericia, imprudencia, negligencia o violación de reglamentos en la atención profesional ofrecida, lo contrario deberá probarlo la parte demandante pues de la historia clínica se concluye que la atención brindada fue conforme a la lex artis y siguiendo los protocolos médicos, además, las obligaciones de los médicos son de medios y no de resultados.
Precisa que, en la falla en responsabilidad médica de acuerdo con la jurisprudencia debe ser probada y la carga de la prueba está en cabeza de la parte demandante, “en responsabilidad médica nunca hablamos de falla presunta, ello es un concepto re evaluado e inexistente en la actualidad, por lo tanto la presunta falla alegada deberá ser probada”.   

Insiste en que, la atención brindada a la señora Leiva Herrera tanto en la Ips Universitaria sede San Andrés Isla, como la dispensa en la ciudad de Medellín(no cuestionada) fue conforme a las diversas patologías de la paciente quien padecía múltiples enfermedades desde hacía años atrás como así consta en la historia clínica, entre las que encontramos diabetes mellitus, enfermedad renal crónico estadio 5, hipertensión, glaucoma, obesidad, retinoplastia diabética, la paciente además es invidente,  con problemas a nivel metabólico, micro vascular, pulmonar, cardiacos entre otras patologías; lo que hizo la parte médica fue salvaguardar la vida de la paciente, la amputación fue generada por los problemas microvasculares secundarios a la diabetes mellitus y la enfermedad renal y no por capricho de los médicos tratantes quienes procedieron conforme a los protocolos y a la ciencia médica.

Manifiesta oponerse a las pretensiones de la demanda al considerar que Proensalud no es individual ni solidariamente responsable de daño alguno pretendido por los demandantes, dado que no se cumplen los elementos de la responsabilidad. No hay relación de causalidad entre la atención médica y los perjuicios que reclama la accionante, y mucho menos en la atención brindada por los médicos generales afiliados a Proensalud.
Plantea las excepciones de mérito siguientes:

1.- Ausencia de responsabilidad por inexistencia de falla en el servicio: La atención brindada a la señora Sandra Leiva Herrera en la Ips Universitaria sede San Andrés, se efectuó con toda la diligencia, prudencia, pericia y oportunidad requerida. Se le brindó el tratamiento de acuerdo al diagnóstico de la paciente y las múltiples comorbilidades padecidas. Las atenciones se ajustaron a la ley y la ciencia médica, de forma diligente, pertinente con total rapidez y contundencia, siempre siguiendo los protocolos científicos.

2.- Inexistencia de nexo causal: Para poder hablar de responsabilidad médica no basta que existas daño, pues este debe ser personal, cierto y antijurídico, además debe haber una imputación que no basta que sea fáctica, sino que debe ser jurídica. En el caso concreto no ha habido omisión por parte de Proensalud, dado que los médicos generales procedieron acorde a la realidad del paciente, pues el hecho de haberle amputado un tercio medio de la pierna en la sede de Ips Universitaria San Andrés, no se dio por negligencia alguna sino con ocasión a las patologías de base de quien está con predisposición a infecciones por fallas en los mecanismos innatos y además con ocasión a los problemas renales y microvasculares, la paciente padece de múltiples afectaciones como ya se ha manifestado durante esta contestación. 

La parte demandante no probó la existencia de nexo de causalidad entre la conducta desplegada por los médicos afiliados a Proensalud y “la muerte del paciente”, en tanto no podríamos inferir que hay responsabilidad pues está debe ser probada, no hubo negligencia o culpa galénica alguna lo cual puede concluirse una vez revisada en su integridad la historia clínica.

3.- Tasación excesiva de perjuicios: los perjuicios que se reclaman tienen una tasación excesiva que desconoce todos los referentes jurisprudenciales existentes en la materia y sin ningún fundamento fáctico. Las acciones de responsabilidad civil no pueden por ningún motivo constituirse en fuente de enriquecimiento para quienes la invoca; por consiguiente, en el evento hipotético que se deban liquidar perjuicios a favor de la parte demandante, el Despacho deberá en desarrollo del principio de la sana crítica, tasar en equidad los perjuicios solicitados.

4.- Improcedencia del perjuicio a la vida de relación: En jurisprudencia reciente el Consejo de Estado dejó atrás los conceptos de daño a la vida de relación y alteración grave de condiciones de existencia, para darle paso exclusivamente al daño a la salud, lo anterior por cuanto solo se indemniza o se repara el daño en sí mismo (daño evento) y no el daño consciencia. Al respecto cita sentencia del Consejo de Estado de 14 de septiembre de 2011, dentro del radicado No.0512331000200700139. Por tanto, resulta improcedente, teniendo en cuenta los parámetros jurisprudenciales establecidos por el Consejo de Estado, pretender el reconocimiento de este perjuicio.
5.- Hecho de la víctima: La señor Sandra Leyva Herrera, ingresó a las instalaciones de la Ips Universitaria, Clínica León XIII en Medellín el día 19 de enero de 2016 con trauma en pie izquierdo, con evolución de 3 semanas, refiriendo que el dedo lo tenía negro y que durante años sentía parestesia en ambos miembros y con antecedentes de diabetes mellitus, enfermedad renal crónica estadio 5, hipertensión, glaucoma, obesidad, retinoplastia diabética, la paciente además es invidente, con problemas a nivel metabólico, micro vascular, pulmonar, cardiacos. 

A pesar de los antecedentes, tardó 3 semanas en acudir al servicio médico y referir el trauma en su pie, que es de donde devienen las diferentes amputaciones a las que se vio sometida y que como lo manifestó la parte demandante ello se debió a la diabetes que padece(hecho sexto de la demanda), “La señora Leiva Herrera y sus familiares faltaron al debido cuidado”.
Indica que se debe entrar a diferenciar causalidad e imputación que ha venido predicando la Sección Tercera del Consejo de Estado, que ha permitido dejar de lado la afirmación según la cual las causales exonerativas de responsabilidad “rompen” el nexo de causalidad, para clarificar que la verdadera función de este tipo de causales es la de evitar la atribución del daño demandado, es decir, impedir la imputación. 

Teniendo en cuenta lo anterior, estamos en un caso donde la víctima se expuso a padecer su propio daño, faltando al debido cuidado por tanto estaría en la obligación jurídica de soportarlo.
Pronunciamiento frente al llamamiento en garantía:

Se opone a las pretensiones manifestando que Proensalud no es individual ni solidariamente responsable de daño alguno pretendido por los demandantes o por el llamante en garantía, dado a la inexistencia de falla en el servicio prestado a través de Proensalud, pues la atención cuestionada no fue dispensada por el sindicato y tampoco por médicos afiliados a este.

Plantea las excepciones de mérito siguientes:

1.- Ausencia de responsabilidad: Para que pueda haber responsabilidad médica debe probarse la ocurrencia de un daño antijurídico, la falla del servicio debe ser probada, por ende la imputación bien sea fáctica o jurídica deben ser demostradas dentro del juicio de responsabilidad, dentro de la demanda y del llamamiento en garantía; hay ausencia total de pruebas en contra de Paroensalud, pues no se objeta ni se cuestiona la tención brindada por los médicos generales afiliados al sindicato, quienes en todo caso actúan con total independencia.

Es importante que el despacho valore que no se aporta prueba técnica o científica que controviertan la atención brindada a la paciente, además que tenga en cuenta los antecedentes de la misma como son diabetes mellitus, enfermedad renal crónica estadio 5, hipertensión, glaucoma, obesidad, retinoplastia diabética, la paciente además es invidente, con problemas a nivel metabólico, micro vascular, pulmonar, cardiaco entre otros y que si tienen relación directa con la causa de la amputación ejecutada, es importante igualmente tener en cuenta que en el llamamiento no se exponen los fundamentos del porqué debería ser Proensalud la entidad condenada cuando en la atención de la paciente también participaron otros sindicatos y terceros que nada tienen que ver con Proensalud y más específicamente la llevada a cabo el 7 de mayo de 2016, donde el médico que realiza el triaje no tiene relación alguna con Proensalud.

2.- Inexistencia de culpa: No existe algún grado de culpa por parte de Proensalud a través de los médicos generales, en tanto, los actos médicos fueron adecuados, íntegros, oportunos e idóneos, como se puede apreciar en los supuestos fácticos que se denotan en la historia clínica, sin que sea posible pensar en la responsabilidad de los galenos, pues a la señora Sandra Leiva Herrera se le brindó una atención integral teniendo en cuenta las diversas comorbilidades que padece, la amputación ejecutada en la Ips Universitaria de San Andrés fue ordenada por un especialista idóneo que no tiene injerencia alguna con Proensalud, además, procedieron conforme a la ciencia médica y a la lex artis salvaguardando la vida de la paciente quien previamente ya se había visto sometida a dos amputaciones por infección sobreviniente de las misma patologías de base. 
3.- Ausencia de nexo causal e inexistencia de falla en el servicio. No existe nexo de causalidad entre la atención brindada por los médicos generales afiliados a Proensalud y la amputación del tercio de la pierna a la paciente, por lo tanto no podemos hablar de falla en el servicio médico brindado.
El estudio objetivo de la historia clínica, permite concluir que al paciente se le brindó la atención debida a las múltiples comorbilidades que padece.

El procedimiento médico fue ejecutado oportunamente y se desplegaron todas las acciones médicas para salvaguardar la salud y vida del paciente, no hay certeza sobre la existencia de un daño antijurídico por ende no podemos hacer mención de la existencia de responsabilidad.

Es importante que el juez tenga en cuenta que Proensalud a través de los médicos generales brindó una atención adecuada y que la atención cuestionada y que se fundamenta en este llamamiento, no fue dispensada por galenos afiliados a Proensalud, lo contrario no se prueba en la demanda y tampoco con el llamamiento en garantía formulado por Fedsalud.

4.- Inexistencia de solidaridad: En el llamamiento en garantía realizado por Fedsalud se pretende que en casi de condena sea Proensalud quien efectúe el pago, sin embargo, cabe resaltar que dentro del juicio de responsabilidad habrá de hacerse un análisis individual de las acciones de los sujetos pasivos intervinientes pues no hay relación solidaria entre los intervinientes dentro del proceso, lo anterior con fundamento en el artículo 140 del CPACA.
5.- Hecho de un tercero: Sin señalarse responsabilidad alguna, se debe precisar que la atención de medicina general fue brindada por médicos que actuaron con independencia y autonomía de Proensalud como así lo señala la cláusula décimo primera del convenio de ejecución suscrito con los médicos. Además, en la atención participaron organizaciones sindicales ajenas a Proensalud y precisamente la que fundamenta el llamamiento fue ejecutada por un médico que no tiene injerencia alguna con el sindicato llamado, no es ni siquiera afiliado a Proensalud. 

-Sindicato Nacional de Traumatología y Ortopedia -Toa-:

Al dar contestación a la demanda y llamamiento en garantía, el apoderado del sindicato manifestó oponerse a la prosperidad de todas las pretensiones planteadas por la parte demandante, solicitando se absuelva de responsabilidad a los demandados y se condene a la parte demandante al pago de costas y agencias en derecho que se causen con ocasión del trámite del presente proceso.

Al pronunciarse frente a los hechos de la demanda, en síntesis, manifestó que en la historia clínica se desprende con suma claridad que la señora Leyva Herrera tenía diagnosticada una enfermedad crónica de base, como es la diabetes, la cual ha sido considerada como una enfermedad grave y que lleva complicaciones delicadas, como las que se presentaron en este caso.
Que, si bien Toa no participó de forma directa en el acto médico, con el escrito introductorio y en el que se erige como llamamiento en garantía, se anexó parte de la historia clínica de la demandante, en la cual se determina, de un lado, la señora Leyva Herrera tiene una patología tratada de forma inveterada y del otro que, al actuar médico se ajustó a la Lex artis ad hoc.
Indica que, el apoderado de la parte actora afirma que la señora Leyva Herrera tiene diagnosticada diabetes, hipertensión arterial entre otras. Para el día 16 de enero de 2016, ingresa por una sepsia al parecer por un catéter peritoneal, se le hacen hemocultivos y sale negativo, luego para el 20 de enero del mismo año, se le hace un nuevo hemocultivo a la paciente y éste sale negativo, por lo que se pensó que ese primer hemocultivo era por una contaminación del catéter, y por los tanto, se piensa en una sepsis de un tejido blando y se inicia piptazo y luego será llevada a amputación del hallux.
De la historia clínica se desprende que la paciente acudió a urgencias el día 17 de mayo de 2016, indicando que “está muy mal”, acude en compañía de su hija quien manifiesta que tiene un cuadro de “3 días de evolución de episodios (sic) eméticos (vómitos), desde ayer con disnea de moderados esfuerzos, astenia, adinamia, dolor en sitio de catéter y hoy fiebre de 38°. Niega cefalea, no dolor precordial, no otros síntomas”. De manera que la paciente no indicó ninguna molestia relacionada con la evolución de su pie, y ésta no fue la razón de su consulta.

Afirma que los profesionales hicieron todo lo que estaba a su alcance con el fin de preservar la vida de la demandante, pues, según sus antecedentes médicos, no puede dejarse de un lado que presentaba cuadro complejo de salud, dado que tiene diagnosticado diabetes, insuficiencia renal terminal, hipertensión arterial y otras más.

Que a Toa no le consta el procedimiento realizado a la paciente, no obstante, indica que de la historia clínica no se desprende actuación que no se adecue a la lex artis ad hoc, más aún cuando las condiciones médicas de la paciente dan cuenta de la gravedad de sus patologías. En ese orden de ideas, deberá probar el apoderado judicial cual es la negligencia que persona y cuál es la falla propiamente hablando.

Depreca que los tratamientos realizados fueron los indicados, el padecimiento de la paciente, claramente era delicado pues el diagnóstico de pie diabético es de difícil control y claramente expone a grandes riesgos al paciente, tanto que ya había sido la causa de la primera amputación. La eliminación del tejido de manera inmediate y agresiva, no es procedente en los términos propuestos por el demandante, pues es necesario determinar previamente el alcance de la infección y de la lesión vascular, pues de no tener claro el avance de esto, el proceso que sugiere el demandante, se podría quedar corto, dejando aún parte de infección, lo que requeriría u nuevo procedimiento, lo cual no es ético, y mucho menos adecuado para la recuperación adecuada del paciente, primero se determina la magnitud del daño presente para saber dónde se debe realizar el procedimiento.

Es errado claramente que el paciente no puede ser dejado en observación, de hacerlo como sugiere el demandante, sería proceder sin siquiera determinar el avance de la situación particular del paciente, se debe detectar con claridad lo que al paciente le afecta para poder proceder. La situación del paciente, no proviene de una fractura y/o luxación como afirma el demandante, la situación particular tiene origen en un procedimiento de pie diabético.

Plantea las excepciones de mérito siguientes:

1.- Ausencia de los elementos que configuran la responsabilidad civil por el acto médico.

1.1. Factor de imputación o hecho imputable debe ser a título de culpa: En contra de los postulados de la demanda, se logra probar que la Ips que recibió y atendió a la señora Leyva Herrera por cuenta de su patología, el obrar diligente y cuidadoso de ella, diagnosticando de forma oportuna y aplicando los protocolos para abordar las dolencias de la demandante. Agrega que, se deja probado el obrar sin culpa en el acto médico y que los supuestos daños obedecieron a una situación particular de la demandante.

1.2. Ubicación de este tipo de responsabilidad: La responsabilidad médica es una parte especial de la responsabilidad profesional y al igual que ésta se halla sometida a los mismo principios de la responsabilidad en general, por ello, bien se ha declarado que es erróneo considerar que el médico sólo debe responder de falta notoria de pericia, grave negligencia, grosera inadvertencia, graves errores de diagnósticos y tratamiento. Así pues, la responsabilidad derivada de los actos médicos es una responsabilidad más, particularmente compleja en algunos aspectos como la prueba de la mala praxis, pero no se trata de una responsabilidad que deba ser tratada de modo diferente en otras, pero si se le debe dar una aplicación distinta para poder aplicar correctamente la herramienta que le sean más compatibles.

Conforme a lo anterior, se puede colegir que el actuar médico se ajusta a los protocolos, y por ende, cumplió con su obligación y que no le causó ningún daño a la señora Leyva Herrera.

1.3. Los deberes del médico configuran obligaciones de medios: Está claro que la obligación de los profesionales de la salud, están sujetas a las obligaciones de medios. Lo importante es poder determinar cuál es incumplimiento de esta prestación, pues éste deviene cuando el deudor (médico) no presta la conducta calificada que le compete, siendo indiferente la real obtención del resultado esperado para generar su responsabilidad (extra contractual o contractual).
Afirma que la obligación a cargo del médico tratante se cumplió. La historia clínica, nos permite afirmar que el actuar de este se ajustó a la lex artis ad hoc, o por lo menos, no se ven situaciones que denoten una mala praxis en las etapas (i) pre-quirúrgica, (ii) quirúrgica o (iii) post- quirúrgica, y por lo tanto, se puede concluir que los posibles daños que irroga la parte activa son causa de la enfermedad de base, como lo es la diabetes (diagnosticada).  
2.- Ausencia de nexo causal: Al no haber duda del actuar diligente y cuidadoso del médico tratante y de la Ips Universitaria, por vía de excepción se debe afirmar y lógicamente probar que el posible daño causado a la demandante, no se dio por un posible actuar culposo del médico tratante, sino por una situación, que desafortunadamente padecía la señora Leyva Herrera, como es la diabetes. Las complicaciones que se presentan como riesgos inherentes a la patología de base de la paciente sin que haya de por medio culpa o impericia médica, sin que se haya dejado de hacer nada de lo exigible, sin que hubiese habido fallas técnica y humanas, y por ello, “LA CULPA NO QUEDA ESTABLECIDA AUTOMATICAMENTE POR LA OCURRENCIA DE UNA COMPLICACIÓN QUE ERA RIESGO INHERENTE DE UNA TRATAMIENTO, como equivocadamente lo plantea la demanda”.

3.- Ausencia de prueba del perjuicio patrimonial: El daño como otro elemento d e la responsabilidad civil, debe ser acreditado por quien lo reclama. En el caso que nos ocupa, la parte demandante no soporta la existencia y cuantía de los perjuicios patrimoniales reclamados (art.167 del C.G.P.). En consecuencia, teniendo en cuenta que los elementos que integran el daño son conocidos plenamente por la perjudicada y su familia, serán ellos quienes deberán acreditar la existencia y extensión. Por lo tanto, será una carga de la parte actora en el presente proceso demostrar el fundamento de aquellos perjuicios que dice haber sufrido, así como también la cuantía de los mismos que pretende le sean indemnizados.  
4.- El daño a la vida de relación y el perjuicio fisiológico no son perjuicios indemnizables dentro de la tipología del daño adoptada por la jurisprudencia del Consejo de Estado, así mismo, son el mismo perjuicio: En el caso bajo estudio, la parte demandante solicita la reparación del perjuicio a la vida de relación y fisiológico, como conceptos distintos. En la hipótesis proco probables de encontrar a la Ips responsable de los hechos que se les atribuyen, solicita al Despacho reconocer los parámetros jurisprudenciales en materia de indemnización de perjuicios extra-patrimoniales (inmateriales) y aplicar las pautas y parámetros establecidos por la jurisdicción del Consejo de Estado.
5.- Tasación excesiva de los perjuicios inmateriales: La estimación que ha efectuado el apoderado de los demandantes de los perjuicios extra patrimoniales, resultan excesivos, pues supera los lineamientos establecidos por la jurisprudencia nacional para casos más graves y dramáticos en comparación con el que sustenta este litigio. 

Pronunciamiento frente al llamamiento en garantía:

Al pronunciarse respecto al llamado en garantía, se opone a lo pretendo por la Ips Universitaria respecto al Sindicato Toa, en consecuencia, solicita se absuelva al sindicato y se condene al llamante en garantía a pagar las costas judiciales que se causen en el trámite de este proceso.
Plantea la excepción de mérito que denomina ausencia de responsabilidad civil médica, el cual sustenta manifestando que, conforme a los documentos aportados, los cuales Toa no conoce directamente, se desprende el actuar médico en debida forma por parte de los médicos que atendieron a la paciente Leyva Herrera, hoy demandante. Agrega que, al no existir uno de los elementos estructurales de la responsabilidad, no se puede hablar en términos de responsabilidad, y ese mismo sentido, tampoco podrán prosperar las pretensiones de la demanda. 

Advierte que, le corresponderá a la parte demandante, probar el incumplimiento de la obligación por parte de la Ips Universitaria, y por ende, probar culpa en la actuación del médicos Hurtado Salazar, el 7 de mayo de 2016, como también, probar que su daño corresponde al actuar del galeno, y no a la enfermedad que padece la señora Leyva Herrera, aunado a ello, deberán probar que el 7 de mayo de 2016, la existencia de alguna sintomatología que diera alarma de un conato de infección del muñón de su pie izquierdo. 
 -La Previsora S.A.(llamante Fedsalud):
Al descorrer el traslado de la demanda el apoderado de la aseguradora manifestó oponerse a lo pretendido por los actores. Luego de referirse a los hechos y pretensiones de la demanda, propone las excepciones de mérito siguientes.

1.- Límite del valor asegurado y deducible pactado: Hace consistir esta excepción en el hecho que la Previsora S.A. responderá dentro de los términos cuantitativos y económicos derivados de la vigencia de los contratos de seguros, pólizas No. 1009612, y en virtud de tal contrato la aseguradora no está obligada a pagar más allá del valor asegurado, descontando de dicho valor el deducible pactado, y dentro del sub limite por evento. La responsabilidad de la Compañía en ningún caso y por ningún motivo podrá exceder, los límites y sublímites indicados en la póliza, aunque durante la vigencia de la póliza se presenten dos o más acontecimientos constitutivos de siniestro. Igualmente, frente a la cobertura de daño extrapatrimonial la aseguradora responde dentro del sub limite pactado, menos los deducibles correspondientes. 
2.- Disponibilidad de pago y agotamiento del valor asegurado:  La Previsora S.A. sólo responderá hasta el valor asegurado, siempre y cuando éste no se encuentre agotado al momento de proferirse el fallo definitivo, para tal fin, solicita que previo a proferirse fallo, se oficie a la Previsora S.A. Regional Intermediario, para que certifique el estado de la póliza y el monto de los valores pagados hasta ese momento, a fin de establecer la disponibilidad o si el valor asegurado está agotado, correspondiente a la póliza No.1009612. 
3.- Sublimite del valor asegurado por perjuicios extrapatrimoniales: De conformidad con el condicionado particular de la póliza, la responsabilidad de la aseguradora, tratándose de perjuicio extrapatrimonial se limita a la suma de 400.000.000 por evento.

4.- Inexistencia de falla en el servicio: De las pruebas aportadas por la parte demandante y de las historias clínicas, no existe prueba de las cuales se pueda concluir los elementos constitutivos de la falla en el servicio, ya que la consecuencia de la amputación del miembro inferior izquierdo de la señora Sandra Lyeva Herrera ocurrió como consecuencia de su descuido por acudir días después de presentar golpe en el dedo “GORDO” del pie, sumado a su condición diabética y no como consecuencia de una falla en la prestación del servicio médico por parte de la Ips Universitaria. El cuerpo médico de la Ips Universitaria actuó en todo momento con tal diligencia, practicando lo exámenes y suministrando los medicamentos y tratamientos adecuados y de manera prioritaria. No se encuentra estructurada la falla o falta en servicio por parte de la entidad estatal, pues la paciente fue tratada con la mayor eficiencia, en cuanto a la atención en salud, de allí que, según se desprende de la historia clínica, se le efectuó un seguimiento con personal médico especializado, se le practicaron los procedimientos necesarios y se le brindó el cuidado médico requerido desde el 7 de mayo hasta la fecha de salida. No existe nexo causal que vincule a la Ips Universitaria Hospital Amor de Patria con el daño recibido por el paciente. La institución no escatimó esfuerzo económico ni científico alguno en el caso de la demandante.

5.- Culpa exclusiva de la víctima: Para el caso de autos, se tiene que la señora Sandra Leyva Herrera sufrió de un golpe en el dedo “Gordo” del pie izquierdo, el cual después de varios días se necrosó y no tenía vida, al ver esto acudió a la clínica León XIII en donde se procedió a amputarle el pie. Se observa que la demandante no tuvo los cuidados suficientes para evitar posibles infecciones en su muñón, adicionalmente acudió a la institución cuando ya su pie se encontraba necrótico y sin vida, esto sumado a su condición de diabética. Es por esto que existe culpa exclusiva y determinante de la víctima, que exime de toda responsabilidad a la institución prestadora de servicios de salud, puesto esta realizó los tratamientos adecuados para la correcta atención de la señora Leyva.

6.- Inexistencia de lucro cesante: No existe prueba de dicho perjuicio, toda vez que no se aporta por la parte actora ninguna prueba que demuestre los ingresos que tenía la señora Sandra Leyva Herrera al momento de los hechos, como tampoco la labor que se encontraba desempeñando ni la afectación que pudo tener la lesión respecto a su trabajo, simplemente se hace mención en las pretensiones de la demanda de supuestos $20.000.00 como lucro cesante, ingresos que supuestamente dejó de percibir por la amputación de su miembro inferior izquierdo, ingresos que carecen de elementos de prueba con los cuales se pueda determinar el monto total del perjuicio percibido por la demandante a causa de la amputación de su pierna.

7.- Tasación de los perjuicios morales no cumple con los lineamientos jurisprudenciales: Luego de citar el acta de 28 de agosto de 2014 de la Sección Tercera del Consejo de Estado, referente a la reparación de perjuicios inmateriales, asegura que la demandante, de manera desproporcionada, desmedida y sin un argumento firme y prueba fehaciente, establece unos perjuicios morales por valor de cien salarios mínimos para la víctima directa y cada uno de los hijos de la señora Sandra Leyva y cincuenta salarios mínimos para la hermana, sin tener ninguna prueba que ilustre al juez y a las partes de la gravedad de la lesión y del grado de discapacidad dado por la señora Leyva.

8.- Excepción genérica: Con fundamento en lo previsto en el artículo 282 del Código General del Proceso, solicita reconocer oficiosamente cualquier otra excepción cuyos hechos resulten demostrados dentro del proceso o en cualquier otra circunstancia, en virtud de las cuales la ley considere que la obligación no existe para la aseguradora o que sea declarada extinguida.

 -La Previsora S.A.(llamante Proensalud):
Al descorrer el traslado de la demanda el apoderado de la aseguradora manifestó oponerse a lo pretendido por los actores. Luego de referirse a los hechos y pretensiones de la demanda, propone las excepciones de mérito siguientes.

1.- Límite del valor asegurado y deducible pactado: Hace consistir esta excepción en el hecho que la Previsora S.A. responderá dentro de los términos cuantitativos y económicos derivados de la vigencia de los contratos de seguros, pólizas No. 1009639, y en virtud de tal contrato la aseguradora no está obligada a pagar más allá del valor asegurado, descontando de dicho valor el deducible pactado, y dentro del sub limite por evento. La responsabilidad de la Compañía en ningún caso y por ningún motivo podrá exceder, los límites y sublímites indicados en la póliza, aunque durante la vigencia de la póliza se presenten dos o más acontecimientos constitutivos de siniestro. Igualmente, frente a la cobertura de daño extrapatrimonial la aseguradora responde dentro del sub limite pactado, menos los deducibles correspondientes. 
2.- Disponibilidad de pago y agotamiento del valor asegurado:  La Previsora S.A. sólo responderá hasta el valor asegurado, siempre y cuando éste no se encuentre agotado al momento de proferirse el fallo definitivo, para tal fin, solicita que previo a proferirse fallo, se oficie a la Previsora S.A. Regional Intermediario, para que certifique el estado de la póliza y el monto de los valores pagados hasta ese momento, a fin de establecer la disponibilidad o si el valor asegurado está agotado, correspondiente a la póliza No.1009639. 
3.- Sublimite del valor asegurado por perjuicios extrapatrimoniales: De conformidad con el condicionado particular de la póliza, la responsabilidad de la aseguradora, tratándose de perjuicio extrapatrimonial se limita a la suma de 200.000.000 por evento menos el deducible pactado que corresponde al 10%% del valor de la pérdida o mínimo de $5.000.000.000.

4.- Inexistencia de falla en el servicio: De las pruebas aportadas por la parte demandante y de las historias clínicas, no existe prueba de las cuales se pueda concluir los elementos constitutivos de la falla en el servicio, ya que la consecuencia de la amputación del miembro inferior izquierdo de la señora Sandra Lyeva Herrera ocurrió como consecuencia de su descuido por acudir días después de presentar golpe en el dedo “GORDO” del pie, sumado a su condición diabética y no como consecuencia de una falla en la prestación del servicio médico por parte de la Ips Universitaria. El cuerpo médico de la Ips Universitaria actuó en todo momento con tal diligencia, practicando lo exámenes y suministrando los medicamentos y tratamientos adecuados y de manera prioritaria. No se encuentra estructurada la falla o falta en servicio por parte de la entidad estatal, pues la paciente fue tratada con la mayor eficiencia, en cuanto a la atención en salud, de allí que, según se desprende de la historia clínica, se le efectuó un seguimiento con personal médico especializado, se le practicaron los procedimientos necesarios y se le brindó el cuidado médico requerido desde el 7 de mayo hasta la fecha de salida. No existe nexo causal que vincule a la Ips Universitaria Hospital Amor de Patria con el daño recibido por el paciente. La institución no escatimó esfuerzo económico ni científico alguno en el caso de la demandante.

5.- Culpa exclusiva de la víctima: Para el caso de autos, se tiene que la señora Sandra Leyva Herrera sufrió de un golpe en el dedo “Gordo” del pie izquierdo, el cual después de varios días se necrosó y no tenía vida, al ver esto acudió a la clínica León XIII en donde se procedió a amputarle el pie. Se observa que la demandante no tuvo los cuidados suficientes para evitar posibles infecciones en su muñón, adicionalmente acudió a la institución cuando ya su pie se encontraba necrótico y sin vida, esto sumado a su condición de diabética. Es por esto que existe culpa exclusiva y determinante de la víctima, que exime de toda responsabilidad a la institución prestadora de servicios de salud, puesto esta realizó los tratamientos adecuados para la correcta atención de la señora Leyva.

6.- Inexistencia de lucro cesante: No existe prueba de dicho perjuicio, toda vez que no se aporta por la parte actora ninguna prueba que demuestre los ingresos que tenía la señora Sandra Leyva Herrera al momento de los hechos, como tampoco la labor que se encontraba desempeñando ni la afectación que pudo tener la lesión respecto a su trabajo, simplemente se hace mención en las pretensiones de la demanda de supuestos $20.000.00 como lucro cesante, ingresos que supuestamente dejó de percibir por la amputación de su miembro inferior izquierdo, ingresos que carecen de elementos de prueba con los cuales se pueda determinar el monto total del perjuicio percibido por la demandante a causa de la amputación de su pierna.

7.- Tasación de los perjuicios morales no cumple con los lineamientos jurisprudenciales: Luego de citar el acta de 28 de agosto de 2014 de la Sección Tercera del Consejo de Estado, referente a la reparación de perjuicios inmateriales, asegura que la demandante, de manera desproporcionada, desmedida y sin un argumento firme y prueba fehaciente, establece unos perjuicios morales por valor de cien salarios mínimos para la víctima directa y cada uno de los hijos de la señora Sandra Leyva y cincuenta salarios mínimos para la hermana, sin tener ninguna prueba que ilustre al juez y a las partes de la gravedad de la lesión y del grado de discapacidad dado por la señora Leyva.

8.- Excepción genérica: Con fundamento en lo previsto en el artículo 282 del Código General del Proceso, solicita reconocer oficiosamente cualquier otra excepción cuyos hechos resulten demostrados dentro del proceso o en cualquier otra circunstancia, en virtud de las cuales la ley considere que la obligación no existe para la aseguradora o que sea declarada extinguida.

-Seguros del Estado S.A.:
El apoderado de la aseguradora manifiesta oponerse a las pretensiones de la demanda hasta tanto se demuestre en curso del proceso casa uno de los elementos que dan lugar a la presunta responsabilidad del demandado asegurado mediante póliza No.65-03-101023398 expedida por Seguros del Estado, sin perjuicio de las excepciones mediante las cuales se pretende atacar directamente la acción incoada por el demandante.

Advierte que de los hechos relacionados por la parte actora no se observa falta alguna en la prestación del servicio médico de parte de la Ips Universitaria o de cualquier otro de los intervinientes, pues como se desprende de los hechos narrados en el escrito de demanda y en el material probatorio obrante en el expediente, en todo momento se le brindó una atención oportuna y eficiente a Sandra Leiva Herrera, resultando que los graves daños a la salud por ella sufridos, en ninguna medida estuvieron precedidos o determinados por una falla en la prestación del servicio de salud de parte de alguno de los profesionales médicos encargados de su cuidado y atención.
Considera que en el caso bajo estudio se está en presencia de ausencia de responsabilidad de la Ips Universitaria, además, precisa que para la activación de la póliza de seguro por medio de la cual es traída Seguros del Estado al proceso, solo puede materializarse siempre que, de conformidad con lo prescrito en el artículo 1127 del Código de Comercio, el asegurado sea el responsable de la ocurrencia del siniestro o de los perjuicios ocasionados a la víctima o víctimas del mismo.

Al pronunciase frente al caso en concreto, asegura que los hechos solo llevan a inferir la ausencia de responsabilidad de la Ips Universitaria, hecho que solo puede traducirse en la inexistencia de nexo de causalidad y por defecto en la falta de legitimación en la causa por pasiva respecto de su participación material en el proceso, lo que hace inviable cualquier afectación de la póliza objeto del llamamiento en garantía.
Plantea las excepciones de mérito siguientes:

1.- Indebida e infundada tasación de perjuicios: Luego de referirse a la sentenciade unificación de 28 de agosto de 2014, donde el Consejo de Estado fijó los criterios y/o límites indemnizatorios para el reconocimiento de perjuicios morales derivados de las lesiones sufridos por una persona con ocasión a un daño producido por la administración pública, precisa que, frente a los perjuicios materiales, a la demanda no se adjunta prueba alguna que permita corroborar los gastos en los que pudo haber incurrido la señora Sandra Leyva Herrera y/o sus allegados cercanos, en el marco de la afectación específicamente derivada de la presunta falla en la prestación del servicio médico, puede debe tenerse en cuenta que dada la gravedad de la enfermedad por ella sufrida y la precedente amputación del pie, en cualquier caso hubiera tenido que afrontar afectaciones económicas que indudablemente no podrían ser reprochadas a los profesionales médicos que procuraron su atención en salud.

Que, tampoco se demuestra que la afectada haya perdido algún trabajo en el que estuviere laborando, producto del insuceso que motiva la demanda, y por conducto de esa situación hubiese dejado de percibir como indemnización futura el dinero reclamado en las pretensiones.

En tanto a los perjuicios inmateriales, explica que aún no está acreditada la gravedad de la lesión directamente emandada de la presunta falla médica, en términos del porcentaje de la disfuncionalidad o pérdida del órgano o de la parte corporal afectada, por lo que la reclamación de perjuicios morales resulta desproporcionada y discordante frente a la realidad de los hechos. Tampoco resulta procedente la reclamación económica que pretenden los demandantes frente al daño a la vida de relación, por cuanto este no es susceptible de reconocimiento económico como lo ha decantado la jurisprudencia del máximo tribunal de lo contencioso administrativo.

2.- Excepción genérica: Solicita que, de conformidad con el artículo 187 de la Ley 1437 de 2011, se exculpe a las demandadas de la responsabilidad que pretende imputárseles, por conducto de cualquier excepción que resulte probada en el proceso que permita inferir la inexistencia de responsabilidad de aquellas.

Pronunciamiento frente al llamamiento en garantía:

Presenta excepciones a las pretensiones del llamamiento en garantía, sin perjuicio de aceptar la existencia del contrato de seguros contenido en la póliza No.65-0-101023398, por medio del cual se vincula a Seguros del Estado al presente proceso, aclarando que cualquier afectación a la póliza debe estar precedida, de conformidad con el artículo 1077 del Código de Comercio, de prueba fehaciente a la ocurrencia del siniestro y de la imputabilidad del mismo al asegurado de la póliza, son pena de desvirtuar cualquier obligación contractual de la aseguradora frente a las pretensiones de la demanda.
1.- Límite de la responsabilidad de la póliza/suma asegurada: La responsabilidad civil extracontractual que vincula a la aseguradora a la presente litis se encuentra limitada, no solo por lo establecido en la ley sino por lo pactado entre las partes dentro del contrato de seguros donde se incluyó un límite del valor asegurado equivalente a $3´000.000.000, dentro de la ya citada póliza, dentro de la cual también está estipulado el deducible equivalente a mínimo $5´000.000 o 10%, lo cual resulta ser otro límite a la hipotética responsabilidad en que pueda incurrir Seguros del Estado S.A..

2.- Excepción genérica: Solicita que de conformidad con el artículo 187 de la Ley 1437 de 2011 se exculpe a Seguros del Estado S.A. de su obligación como llamada en garantía, por conducto de cualquier excepción que resulte probada en el proceso relacionada con la vinculación.

-Compañía Aseguradora de Fianzas S.A. - Confianza:  

Se pronuncia oponiéndose a que la aseguradora sea condenada a pagar cualquier suma de dinero a los demandantes o, a reembolsar al llamante en garantía, con cargo a la póliza de responsabilidad civil extracontractual No.05RO033390, y la póliza de seguro de cumplimiento No.GU092609.

Informa que, el 6 de septiembre de 2012, Confianza S.A. expidió la Póliza de seguro de responsabilidad civil extracontractual No.05RO033390, junto con la póliza se hizo entrega de las condiciones generales del seguro, las cuales hacen parte del mismo. Que el mismo día, la aseguradora también expidió la póliza de seguro de cumplimiento No.GU092609 la cual no cubre los daños reclamados y que son objeto del presente proceso.

Recuerda que en el presente caso, de acuerdo con los hechos narrados en la demanda, la presente acción se origina por los supuestos daños derivados de la atención médica hospitalaria, por lo cual se advierte la absoluta inexigibilidad de la póliza de seguro de cumplimiento en favor de entidades estatales No.GU092609, puesto que el presente proceso no alude a pretensiones de índole laboral o contractual a favor del demandante.

Plantea las excepciones de fondo siguientes:

Respecto a la demanda.

1.- Obligaciones del personal médico tratante fueron de medios y no de resultado: Del relato de los hechos y pruebas aportadas con la demanda así como en la contestación de las demandadas, se puede acreditar que por parte del personal médico, se puso a disposición toda la experticia, cuidado, diligencia y conocimiento científico con el fin de tratar la patología atendida, ordenando de forma responsable todos los exámenes necesarios y el suministro adecuado de medicamentos para intentar salvar la vida de la paciente. Las obligaciones del personal médico tratante fueron de medios y no de resultados, enfocados a tratar la dolencia y cuadro clínico padecido por el paciente. Al respecto cita sentencia de la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Civil de 5 de noviembre de 2013, dentro del proceso No.20001-3103-005-2005-00025-01, que hizo alusión a la tipología de las obligaciones de los médicos.
2.- La Póliza de Seguro de Cumplimiento en favor de entidades estatales No.05GU092609 no cubre la responsabilidad civil extracontractual y los daños reclamados por la demandante: Advierte que el seguro de cumplimiento en favor de entidades No.05GU092609, por el cual se llamó en garantía no cubre los daños reclamados y que son objeto del presente proceso, puesto que el mismo no alude a pretensiones de índole laboral o contractual a favor del demandante.
3.- No cobertura de responsabilidad: Pide que, si en gracia de discusión no prospera la excepción precedente, se debe tener en cuenta que la aseguradora a través de la póliza Ro033390 excluyó expresamente coberturas derivadas de responsabilidad contractual y//o profesional. Así las cosas, las circunstancias de tiempo, modo y lugar no están amparadas por la póliza, teniendo en cuenta que se derivan de responsabilidad médica, es decir, contractual y en todo caso profesional.

4.- Indebida y excesiva tasación de perjuicios: Sin que con ello se acepten, aclara que la parte demandante de manera indebida relaciona pretensiones de carácter patrimonial y extra patrimonial sin tener en cuenta la diferenciación de perjuicios que la doctrina y jurisprudencia han señalado como tal, así como los límites pretendidos y peor aún, sin realizar la estimación jurada de perjuicios solicitados.
Por lo anterior solicita que, en el evento remoto de existir una condena en contra de los demandados por concepto de perjuicios extrapatrimoniales, solicita tener en cuenta el precedente jurisprudencial que existe en relación con la cuantificación de los mismos, ajustada a la gravedad de la lesión y los antecedentes que produjeron la misma, pues es claro que las pretensiones de los demandantes desbordan los límites indemnizatorios fijados por la jurisprudencia, y además se tasan sin tener sustente probatorio.

5.- Ausencia de cobertura de daños extrapatrimoniales: Indica que el seguro de responsabilidad civil está regulado en el artículo 1127 del Código de Comercio subrogado por el artículo 84 de la ley 45 de 1990. Agrega que, la póliza expedida por la aseguradora no previó en parte alguna la cobertura de perjuicios extrapatrimoniales.  

6.- Ausencia de cobertura de lucro cesante por expresa disposición:  Explica que las pólizas expedidas por Confianza S.A. cubren únicamente el daño emergente que se cause al asegurado.
7.- Inexigibilidad del seguro por ausencia de pruebas del siniestro y su cuantía imputables al tomador asegurado: Con base en el seguro expedido por Confianza S.A., se indemniza por daños ocasionados por la ejecución del contrato 540-12 siempre que sean imputables al tomados, por tanto las pretensiones no están llamadas a prosperar, como quiera que primero habrá de declararse que el tomados es responsable del hecho dañoso y por ende que dicha responsabilidad también le sea imputable, y los hechos estando debidamente probados están cubiertos por el seguro. Que en concordancia con el artículo 1077 del Código de Comercio, los demandantes no prueban la cuantía del siniestro, en especial de los perjuicios de carácter patrimonial en su modalidad de daño emergente, único concepto indemnizable, en gracia de discusión, en lo que hace al contrato de seguro, siempre que medien las condiciones de modo, tiempo y lugar de cara al contrato de seguro. El siniestro imputable al tomados no se ha probado, por ende el seguro expedido por Confianza S.A. no se hace exigible.
8.- Excepción genérica: En el evento que se probare una excepción diferente a las propuestas anteriormente, solicita se decrete teniendo en cuenta lo preceptuado en el artículo 306 del Código de Procedimiento Civil.

-Chubb Seguros de Colombia S.A.:
Manifiesta que, al estarse en presencia de una póliza Claims Made con periodo de retroactividad al 29 de septiembre de 2011, la reclamación consistente en el llamamiento en garantía formulado por la Ips Universitaria, se encuentra amparada por el periodo de retroactividad.
Indica no oponerse a las pretensiones del llamamiento en garantía, si en el siniestro objeto del llamamiento tiene cobertura conforme al contrato de seguros suscrito entre el llamante y Chubb Seguros, es decir, si los actos médicos que se cuestionan en la demanda principal son negligentes, imperitos e imprudentes y fueron ejecutados por el Sindicato Nacional de Traumatología y Ortopedia -Toa-. Tampoco se opone al reembolso en caso de condena en contra de Toa, pero dicho reembolso surge, únicamente, si se demuestra la responsabilidad de Toa en los hechos y pretensiones de la demanda principal, y en especial los términos y alcance de las coberturas del contrato de seguros contenido en la póliza No.23758.
Expresa que el juez debe tener presente y determinar al momento de proferir fallo:

“

· Que exista o no responsabilidad de SINDICATO NACIONAL DE TRAUMATOLOGÍA Y ORTOPEDIA -TOA en los hechos objeto de la demanda principal, y que como consecuencia de esta responsabilidad, se pueda proferir condena pago de las pretensiones del llamamiento en garantía y consecuencialmente de la demanda principal.

· Que el riesgo asegurado objeto del contrato de seguro, haga parte de las coberturas contratadas por el SINDICATO NACIONAL DE TRAUMATOLOGÍA Y ORTOPEDIA -TOA en esta medida, si el llamamiento en garantía hace referencia a un riesgo no asegurado en el contrato de seguros no se podrá condenas a CHUBB SEGUROS DE COLOMBIA S.A., a pagar suma de dinero alguna.

· Se debe determinar concretamente la póliza que se afecta con el llamamiento en garantía, no haya agotado la cobertura con otros siniestros en la misma vigencia, pues de ser así el valor asegurado estaría agotado.”
Plantea las excepciones de fondo siguientes:
1.- Límite del amparo asegurado bajo la póliza detallada en el llamamiento en garantía formulado por el Sindicato Nacional de Traumatología y Ortopedia -Toa: Por expreso mandamiento legal, el asegurados no estará obligado a responder sino hasta la concurrencia de la suma asegurada, como lo dispone de forma clara el artículo 1079 del Código de Comercio. En el presente caso, el fallador no puede ir más allá del “TECHO ASEGURADO” para obligar o comprometer a la seguradora. Chubb no puede ser condenada a restituir la totalidad de las sumas que por este proceso se le condenare a pagar a la asegurada, situación que no correspondería a la realidad del contrato de seguro que aparece acreditado de forma general en el escrito de llamamiento en garantía, que ampara la responsabilidad civil extracontractual. Pues lo cierto es que la aseguradora se obligó hasta un límite asegurado, durante la vigencia y su compromiso contractual está definido y determinado frente a su asegurado.

2.- Obligación del asegurado a soportar una cuota en la pérdida por concepto de deducible o franquicia: En caso de una condena que acoja las pretensiones del llamamiento en garantía debe darse aplicación al deducible pactado en el contrato de seguros.   
3.- El médico general Dr. Juan Sebastián Hurtado que atendió a la señora Sandra Leyva el día 7 de mayo de 2016 no está vinculado con el Sindicato Nacional de Traumatología y Ortopedia -Toa-, por tanto si su actuar fue contrario a “LEX ARTIS”, este hecho no genera responsabilidad para el Sindicato Nacional de Traumatología y Ortopedia -Toa- y no tendría cobertura en el contrato de seguros: La vinculación que hizo la Ips Universitria al Sindicato Toa, surge del contrato de traumatología y ortopedia que una a estas dos entidades. El objeto del contrato hace referencia a la prestación de servicios de ortopedia y traumatología a los pacientes de la Ips Universitaria que lo requieran. El servicio prestado por el médico general Juan Sebastián Hurtado el 7  de mayo de 2016 no corresponde a la ejecución de dicho contrato, es decir, el médico no prestó servicios en nombre y representación de dicho sindicato, por esta razón, los actos médicos que se cuestionan no son imputables ni jurídica ni fácticamente al sindicato Toa y no están asegurados por la póliza dekl llamamiento en garantía.

4.- La innominada.

Luego se pronuncia respecto a los hechos y pretensiones de la demanda principal, manifestando oponerse a lo pretendido en la medida que los hechos objeto de las pretensiones no genera responsabilidad en cabeza del sindicato Tola, como también porque no se configuran los elementos de la falla en el servicio médico, esto es, el daño antijurídico y la relación de causalidad entre la culpa y el daño.
Plantea como excepciones de fondo a la demanda principal los siguientes:
1.- Ausencia de culpa e inexistencia de una falla en el servicio:  Frente a la inconformidad del tratamiento médico que formula la parte actora, presenta oposición al considerar que la argumentación no encuentra respaldo probatorio ni jurídico para que prosperen las pretensiones de la parte actora, y como se podrá establecer, el proceder del equipo médico fue conforme con la diligencia y cuidado recomendado, en tratándose la actividad médica de una actividad de medio y no de resultado como amplia y reiteradamente ha sido reconocida tanto por la jurisprudencia como por la doctrina.

El equipo médico, como en este caso por antonomasia procuraba preservar y salvaguardar la salud de su paciente, (medicina curativa) y no menoscabar su integridad física y mental, para el que se implementó como terapéutica que estaba indicada y cuyo propósito no era otro que el de beneficiar al paciente. 

Los demandantes no demuestran que en el actuar de los demandados hubieran incurrido en una conducta culposa, básicamente por imposibilidad de poder conseguirlo, pues cuando se ha obrado bien, con sujeción a las normas, reglamentos, protocolos y guías institucionales, con la debida diligencia y cuidado, con apego a la lex artis y siguiendo los mandatos éticos de la medicina, no resulta viable encontrar fallas en la conducta de aquellos a quienes se puede efectuar una atribución de culpa y no por la inexistencia o dificultad de consecución de los medios probatorios, sino porque en ellos se encuentra esa propensión.  Por ello, el primer elemento de la responsabilidad civil, la culpa, no se probó.

2.- Inexistencia de los elementos que configura la falla en servicio médico. La amputación de la pierna de la señora Sandra Leyva Herrera se realizó como parte del riesgo inherente a la enfermedad de base de la paciente y sus comorbilidades: Debe juzgarse dentro del marco de la responsabilidad médica que riesgos son las complicaciones, contingencias o peligros que se pueden presentar en la ejecución de una acto médico e íntimamente ligado con éste, sea por causa de las condiciones especiales del paciente, de la naturaleza del procedimiento, las técnicas o instrumentos utilizados en su realización, del medio o de las circunstancias externas, que eventualmente pueden generar daños somáticos o a la persona, no provenientes propiamente de la ineptitud, negligencia, descuido o de la violación de los deberes legales o reglamentarios tocantes con la lex artis.

3.- Inexistencia de responsabilidad de acuerdo con la ley: Excepción que fundamenta en el artículo 13 del Decreto 3380 de 1981, indicando que el resultado que evidenció la paciente aun con el tratamiento indicado, constituyó para el equipo médico un fenómeno de irresistibilidad dentro del campo de la práctica médica, los profesionales de la salud que suministraron la atención a la paciente son profesionales de reconocida idoneidad y amplia experiencia para quien tal efecto dañoso se tornó en inevitable, pese a haber adoptado las medidas conducentes tendientes a disminuir cualquier riesgo sobreviniente, como lo confirman la historia clínica y la literatura científica. 
4.- Conducta conforme a derecho por parte de la Ips Universitaria de Antioquia y del equipo médico que atendió a la paciente: El equipo de salud que atendió a la paciente, era un grupo idóneo y calificado que acató de manera fiel, estricta, precisa y exacta los principios y fundamentos de la ciencia médica,, realizó un diagnóstico acertado, informó con claridad y de manera completa al paciente acerca del tratamiento, sus riesgos, consecuencias, instrucciones y recomendaciones, observó juiciosamente las normas previstas para la atención, obedeció rigurosamente los cánones médicos, registró sus actuaciones en la correspondiente historia clínica, empleó su conocimiento con sobriedad, equilibrio y ponderado criterio. En tal virtud, no es susceptible de imputación de especie alguna de responsabilidad, por ser transparente, nítida, diáfana, inmaculada y ajustada a toda normatividad, por tanto, no existió conducta culpable de las demandadas.  
5.- Ausencia de los daños reclamados en la demanda y el nexo de causalidad con la falla del servicio imputada en la demanda: Precisa que la falla en el servicio de salud imputada en la demanda se torna inocua en la medida que el pie de la señora Sandra Leyva Herrera ya había sido amputada y por tanto, la posterior amputación, no tiene entidad para causar un daño antijurídico, pues antes de ingresar a la Ips Universitaria ya tenía una amputación que le genera unas limitaciones físicas.
6.- Inexistencia de lucro cesante como daño indemnizable a favor de la señora Sandra (Sic) Herrera Leyva: En la demanda se reclama un daño en la modalidad de lucro cesante en cabeza de la demandante que es inexistente en la medida que no está probada la actividad productiva que realizaba por esta y su remuneración.
7.- Los daños que se reclaman como indemnizables no son consecuencia de una falla en el servicio por parte de las entidades demandadas sino de la evolución propia e inherente a la enfermedad que presentó la demandante. -Ausencia de daño indemnizable por no ser antijurídico al no materializarse una falla en el servicio en la atención brindada por parte de la Ips Universitaria. -Cuando el resultado esperado de un tratamiento médico no logra su cometido, no se esta automáticamente en presencia de una falla en el servicio debe probarse la falla en el servicio para que haya lugar a un daño indemnizable.  Sustenta los medios exceptivos manifestando que, con la prestación del servicio médico se busca interrumpir el proceso causal que, por causas naturales o externas, produce o amenaza con producir el deterioro o la pérdida de la integridad corporal, con el fin de lograr la curación, mejoramiento o, al menos, la sobrevivencia del paciente en condiciones de dignidad humana, dicho servicio debe prestarse de la manera más diligente, de acuerdo con el estado del arte en la materia. Sin embargo, no siempre es posible calificar la actuación médica como indebida a partir de los resultados obtenidos, hecha la salvedad de aquellos casos en los cuales el resultado en sí mismo es demostrativo de la falla o del nexo causal entre la intervención y el daño, porque hay enfermedades incurables, o que, al menos no pueden ser superadas con los conocimientos científicos alcanzados, y tratamientos con efectos adversos inevitables, los cuales, sin embargo, deber ser ponderados por el médico en el balance riesgo-beneficio y advertidos al paciente con el din que éste decida libremente si se somete o no a ellos.(Sentencia Consejo de Estado- Sección Tercera -Subsección “B” de 15 de octubre de 2015, expediente: 37.531 radicación 1900123310002000300267-01.)      

3. ACTUACIÓN PROCESAL
La demanda fue presentada el día 12 de agosto de 2016
, siendo admitida por auto de 22 de agosto de 2016
 ordenando tramitarse por el procedimiento ordinario de primera instancia previsto en el Título V, Capítulo IV del CPACA. Por auto de 12 de abril de 2018
 se señaló fecha para audiencia inicial, la que se celebró el 20 de junio de 2018
. La audiencia a pruebas se celebró los días 4 y 5 de septiembre del año 2018
 y 1 de noviembre de 2018
, siendo suspendida. Luego por razón de la pandemia covid-19 y la declaratoria de emergencia sanitaria fueron suspendidos los términos. Reanudados los términos judiciales, por auto de 21 de agosto de 2020
, se reprogramó fecha para la continuación de la audiencia fijándose para el 9 de septiembre de 2020, fecha modificada a solicitud de parte mediante auto de 7 de septiembre de 2020, llevándose a cabo la diligencia el 13 de octubre de 2020
, donde practicados la totalidad de los medios de prueba, de decretó el cierre del periodo probatorio y se dio traslado a las partes para alegar de conclusión y para que el Ministerio Público emitiera concepto. Luego el expediente ingresó al Despacho para fallo. 
4. ALEGATOS DE CONCLUSION 
-Demandante:

Reitera de manera íntegra los argumentos soporte de hechos y pretensiones de la demanda.

-Chubb Seguros Colombia S.A.
Al descorrer el traslado para alegar de conclusión, el apoderado de la aseguradora manifestó que, solo surge obligación indemnizatorio a cargo de la aseguradora, si demuestra en el proceso que los servicios de salud cuestionados en la demanda estuvieron a cargo del sindicato llamante y tiene relación de causalidad con los daños reclamado en la demanda principal, pero no está probado debiendo absolverse a CHUBB Seguros de las pretensiones del llamamiento en garantía al no estar probado un siniestro en cabeza del llamante. Tampoco se probó que los actos médicos objeto de cuestionamiento hubieran sido prestados por el Sindicato llamante.
Depreca que la aseguradora no está obligada a responder respecto de un eventual reembolso en caso de sentencia contra el Sindicato TOA pues no existe un siniestro objeto de reclamación en la medida el acto médico realizado por el médico general Juan Sebastián Hurtado ( 7 de mayo de 2016) no genera interés asegurable por ser un hecho relacionado con un tercero que no fue asegurado por la póliza objeto del llamamiento en garantía formulado contra CHUBB Seguros de Colombia S.A.
Asegura que, si el Sindicato TOA no participó de forma directa en el acto médico prestado el 7 de mayo de 2016 a la señora Sandra Herrera Leyva, dicho servicio médico no se encuentra asegurado por el contrato de seguros objeto del llamamiento en garantía formulado a contra CHUBB Seguros de Colombia S.A., por tanto no existe cobertura respecto de la responsabilidad endilgada o que pudiera generar dicho acto médico, no estando la aseguradora obligada a responder por un actuar contrario a “Lex Artis” en cabeza de IPS Universitaria respecto al servicio de salud suministrado ni por otros servicios de salud prestado por la IPS, razón por la cual, se debe proferir sentencia absolviendo a contra CHUBB Seguros de Colombia S.A., de las pretensiones del llamamiento en garantía formulado por el Sindicato TOA.
-Federación Gremial de los Trabajadores de La Salud “FEDSALUD”:

En su escrito de alegaciones finales el apoderado de Fedsalud realizada una síntesis de los hechos de la demanda y los confronta con la forma en que fue fijado el Litis, considerando que no existió falla del servicio en el proceso de atención dispensado a la señora Sandra Leyva Herrera, por parte de IPS Universitaria y la llamada en garantía Fedsalud.
Luego de reiterar la posición plasmada en la contestación al llamado en garantía y a la demanda principal, se pronuncia respecto a los hallazgos descritos en la historia clínica de la paciente y de lo explicado en el experticio y audiencia a pruebas por el Doctor Juan Camilo Díaz Coronado y demás testigos técnicos que comparecieron, concluyendo que con las pruebas practicadas por la parte demandada y las llamadas en garantía, se logró probar que la atención brindada a la señora Sandra Leyva Herrera fue diligente y oportuna, pues se le realizó las intervenciones que requería para evitar mayores detrimentos en su salud, ocasionadas por la patología de base que presentó, agravadas por la mala adherencia a los tratamientos prescritos para su condición médica. Además que, se concluyó categóricamente que el trige estuvo ajustado al cuadro clínico que presentaba la paciente y la clasificación estaba acorde a la Lex Artis, lo que significa que para el 07 de mayo del 2016 la paciente no tenía infección, y por ello, la amputación que se le realiza el 24 de mayo de 2016 no obedece a una consecuencia directa de la anterior consulta, pues es una complicación de su propia patología de base y del mal manejo que la misma paciente llevaba en su tratamiento. 
Que, también se dejó probado el obrar sin culpa en el acto médico y que los supuestos daños obedecieron a la patología de base (Diabetes Mellitus), una situación particular de la demandante, quedando demostrado la ausencia del actuar médica como nexo de causalidad de las amputaciones a las cuales fue sometida.

Termina solicitando al Despacho que se desestimen todas las pretensiones incoadas en la demanda del proceso en referencia, toda vez que, quedó demostrado dentro del acervo probatorio que no hubo falla en el servicio en las atenciones dispensadas a la señora Sandra Leyva Herrera, pues la amputación infracondilea realizada el 24 de mayo de 2016 en las instalaciones de la IPS UNIVERSITARIA obedeció única y exclusivamente a la evolución de la patología de base que padece la demandante (Diabetes Mellitus).

-Sindicato Nacional de Traumatología y Ortopedia -Toa-:

En su escrito de alegaciones finales el Sindicato esboza las rezones que en su parecer conllevan a absolver a la Ips Universitaria de todas las pretensiones de la demanda. Con apoyo en los medios de prueba practicados(historia clínica y peritaje del Dr. Juan Camilo Díaz Coronado), indica que en el proceso quedó demostrado que para el 07 de mayo de 2016 no había infección alguna que diera lugar a una conducta o comportamiento médico diferente del realizado por el profesional en salud, situación que prueba la ausencia de culpa que fuera endilgada, primer medio exceptivo que deberá darse por probado en la sentencia.
Que, se puede concluir que las dificultades que padeció la paciente en su extremidad afectada no derivan en modo alguno, de la atención médica dispensada por el Doctor Juan Sebastián Hurtado, la cual fue oportuna y ajustada a la lex artis, quedando probado que el reproche que se concreta en la amputación obedece a factores de base de la paciente, situación que rompe el nexo de causalidad como elemento de la responsabilidad civil.

Frente al llamamiento en garantía a Chubb Seguros de Colombia S.A., manifiesta que en el proceso quedó probada la existencia y vigencia de la póliza No. 23758 tomada por Toa. De igual forma, se demostró con la prueba documental que efectivamente hay riesgo asegurable. Así las cosas, en caso de que se profiriera una sentencia condenatoria frente a mi representada, el Despacho deberá condenar a la aseguradora a reembolsar el valor de la condena, según los limites estimados en la póliza contratada.
-La Previsora S.A.:

En su escrito de alegatos de conclusión el apoderado de la Aseguradora reproduce de manera íntegra los argumentos de defensa frente al llamamiento en garantía y la demanda principal deprecados en la contestación a la demanda.

-Sindicato de Profesionales en la Salud -Proensalud- Sindicato de Gremio:

Al exponer los alegatos de conclusión, el apoderado pide la absolución de cualquier condena a Proensalud. 
Recuerda que, en el caso en concreto a pesar de que la señora Sandra Leiva Herrera tuvo una amputación del pie izquierdo y esto le haya traído perjuicios morales a la demandante, no existe los otros dos elementos que son la culpa y mucho menos el nexo causal. No se configura la culpa o falla en el servicio ya que la atención brindada dentro de las instalaciones del Hospital Clarence Lynd Newball Memorial en San Andrés Islas se desplegaron todos los protocolos que exige la lex artis para garantizar una atención, diligente, eficaz y cuidadosa, como lo afirma el perito Juan Camilo Díaz Colorado en su interrogatorio. 
Destaca que la paciente tenía enfermedades de base las cuales son: una diabetes mellitus, hipertensión arterial, nefropatía diabética, insuficiencia arterial micro y macro de la circulación de las extremidades, además de que con frecuencia se le realizaba una diálisis peritoneal la cual se venía realizando con cierta frecuencia para controlar la función renal. Las atenciones en la clínica León XIII y las amputaciones que se le realizaron tuvieron relación directa con el síndrome de pie diabético. 
Que, en los hechos de la demanda solo se cuestiona la atención brindada por el médico Juan Sebastián Hurtado (el cual no hace parte del sindicato de Proensalud) en ningún momento se cuestiona la atención brindada por los médicos generales afiliados a Proensalud, ya que estos procedieron acorde a la realidad del paciente, pues el hecho de haberle amputado un tercio medio de la pierna en la sede de la Ips Universitaria en San Andrés Islas no se dio por negligencia alguna sino con ocasión a las patologías de base quién está como ya se ha expuesto con predisposición a infecciones por fallas en los mecanismo innatos y además con ocasión a los problemas renales y microvasculares, la paciente padece de múltiples afectaciones como a se ha manifestado durante esta escrito.

Termina solicitando no tener en cuenta el testimonio del perito de la Junta Regional ya que su testimonio solo se basó en analizar la perdida de la capacidad laboral de la demandante lo cual no tiene injerencia en la litis dentro del proceso, ya que al momento de fijar la misma no se tuvo en cuenta este ítem.

-Ips Universitaria de Antioquia:

En síntesis, indica el apoderado de la entidad demandada que, el demandante, es a quien en materia de responsabilidad médica le corresponde la carga de la prueba del error o de la falla médica que alega como fundamento de sus pretensiones. No es dable entonces, hacer presunciones de responsabilidad o de culpabilidad, a partir de resultados médicos indeseados.

Refiere que, en el caso concreto, los demandantes no cumplieron con dicha carga probatoria, toda vez que no lograron demostrar que la amputación de la extremidad inferior izquierda de la señora Sandra Leiva Herrera, se diera por una falla en la atención médica del 7 de mayo de 2016 en la Ips Universitaria sede San Andrés, tal como lo alega la parte demandante, razón suficiente para que se desestimen todas y cada una de las pretensiones de la demanda.

Que, por el contrario, la Ips Universitaria acreditó con suficiencia, la diligencia, cuidado y oportunidad en el proceso de atención de la paciente, y así mismo, que la gravedad de la enfermedad de base que sufre la paciente esto es diabetes mellitus tipo 2, fue la única causante de la amputación de la pierna izquierda de la paciente. Igualmente expone, se encuentra probado dentro del proceso, las condiciones y antecedentes de ingreso de la demandante a la Ips Universitaria sede San Andrés para el mes de mayo de 2016, momento para el cual ya reportaba graves secuelas derivadas de sus enfermedades de base tales como hipertensión arterial, diabetes mellitus y obesidad, circunstancias que fueron determinantes en la necesidad de amputación progresiva de la extremidad inferior izquierda.

Advierte que, la paciente ya había presentado infección desde antes de su ingreso a la institución hospitalaria y fue la causante de la amputación de la misma, por lo que queda demostrado que, en ningún caso, dicha infección fue adquirida en la Ips Universitaria. 

Concluye manifestando que los demandantes no aportaron prueba alguna que demostrara la falla en el servicio, por lo cual las pretensiones de la demanda deberán ser desestimadas.

5. CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

No emitió concepto.
6. CONSIDERACIONES 
6.1. COMPETENCIA, LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA, REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD Y OPORTUNIDAD DE LA ACCIÓN.

Como se verificara al momento de la admisión de la demanda y en curso de la audiencia inicial, el tema de estudio es de competencia de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, por su parte el Juzgado Administrativo de San Andrés Isla es competente conforme al numeral 6º del artículo 156 y 6º del artículo 155 del CPACA; las partes, activa y pasiva están legitimadas en la presente causa, el cumplió con el agotamiento de requisito de procedibilidad (art.161-1 ib.) y, se ejerció la acción en medio de control de reparación directa (art.140 ib.) dentro de la oportunidad prevista en el literal i) del numeral 2º del artículo 164 de la codificación en cita.
6.2. PROBLEMA JURIDICO
Debe establecer el Despacho, si el Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, y la IPS Universitaria de la Universidad de Antioquia, son administrativa y patrimonialmente responsables de los perjuicios de orden moral y material, daño fisiológico y daños a la vida de relación sufridos por la señora Sandra Leiva Herrera y su núcleo familiar, son consecuencia de la atención medica que le fue brindada al interior del Hospital Departamental Amor de Patria el día 24 de mayo de 2016, fecha en que la parte actora fija el conocimiento de este daño, el cual señalan es antijurídico.

Para arribar a lo anterior, deberá establecer el Despacho si efectivamente ha ocurrido el hecho dañino, si es imputable a través del nexo causal y a quien es imputable, y además deberá establecer el Despacho, la forma como deben concurrir las llamadas en garantía a la reparación del mismo o si por el contrario surge vidente una causa extraña que no permita que sean condenadas.
TESIS
Al demostrarse que la amputación más alta en el miembro inferior izquierdo estuvo motivada por la presencia de infección y su profundidad (tejidos blandos y hueso) en la lesión del pie diabético de la demandante no es consecuencia directa de la acción u omisión del personal médico adscrito a la demandada, sino que ella está directamente relacionada con el diagnóstico y estado de salud reportado por la víctima y sus antecedentes patológicos, se negarán las pretensiones de la demanda.
6.3. MARCO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL

Marco Normativo y Jurisprudencial de la Responsabilidad Patrimonial del Estado:

El presente asunto se originó en ejercicio de la acción en medio de control de reparación directa, consagrada en el artículo 140 del C.P.A.C.A., la cual dispone que el interesado podrá demandar al Estado la reparación del daño antijurídico producido por la acción u omisión  de los agentes del Estado, cuando su causa sea un hecho, una omisión, una operación administrativa o la ocupación temporal o permanente de un inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquier otra causa imputable a una entidad pública o un particular que haya obrado siguiendo una expresa instrucción de la misma.

El régimen de responsabilidad del Estado al que obedece tal acción, tiene su fundamento en el artículo 90 de la Constitución de 1991, que le impone a aquél el deber de responder patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción u omisión de las autoridades públicas, es decir, el elemento fundamental de la responsabilidad es la existencia de un daño que la persona no está en el deber jurídico de soportar.

Se debe tener en consideración que los daños imputables al Estado pueden provenir de una conducta -activa u omisiva- lícita o ilícita y, a tales efectos la jurisprudencia aplica los títulos de imputación de responsabilidad que, de tiempo atrás, ha ido decantando: falla probada del servicio, riesgo excepcional y ocasionalmente daño especial, ya que ellos facilitan el proceso de calificación de la conducta estatal y la determinación del nexo causal entre el daño y aquélla
. 

Ahora bien, de una lectura literal del artículo 90 C.P., es posible entender que el régimen de responsabilidad allí consagrado es un régimen eminentemente patrimonial, en el sentido de que el Estado presta su garantía pecuniaria a los daños que en el ejercicio de su actividad pueda causar a los particulares. Sin embargo, es importante precisar que una interpretación sistemática del texto constitucional lleva a una conclusión más amplia.

En efecto, al analizar el régimen de responsabilidad del Estado por daños, no se puede perder de vista que la Constitución de 1991 es garantista de la dignidad humana y de los derechos humanos
 y propende porque éstos abandonen su esfera retórica para convertirse en una realidad palpable, por lo tanto, es de mayúscula importancia que a través de la responsabilidad, el juez de lo Contencioso Administrativo adelante una labor de diagnóstico de las falencias en las que incurre la Administración y al mismo tiempo, una labor de pedagogía a fin de que aquellas no vuelvan a presentarse, sobre todo si los daños por los cuales se responsabiliza al Estado, a través de un título de imputación, vulneran en alguna medida los derechos humanos o la dignidad de las personas
.

Además, la reparación de los daños que comprende la lesión a los derechos humanos, no se agota con el simple resarcimiento o la compensación económica, es importante que el juez además, adopte medidas -en cuanto su ámbito de competencia lo permita- a través de las cuales las víctimas efectivamente queden indemnes ante el daño sufrido, conozcan la verdad de lo ocurrido, recuperen su confianza en el Estado y tengan la certeza de que las acciones u omisiones que dieron lugar al daño por ellas padecido no volverán a repetirse. 

Al respecto es importante tener en cuenta que una noción amplia de reparación va más allá de la esfera estrictamente pecuniaria del individuo, pues en ella se deben incluir los bienes jurídicos -como es el caso de la dignidad y los derechos humanos- que generalmente no pueden ser apreciados monetariamente, pero que, si resultan lesionados por el Estado, deben ser reparados mediante compensación. Solo así el principio de la reparación integral del daño cobra una real dimensión para las víctimas
.

Cabe resaltar además que éstos derechos no solo se reconocen como inviolables en el ordenamiento jurídico interno, sino también en instrumentos de derecho internacional sobre derechos humanos que, al ser aprobados por el Congreso Colombiano, de conformidad con el artículo 93 C.P., prevalecen en el orden interno. Por lo tanto, si son quebrantados por el Estado a través de sus diferentes órganos, por acción o por omisión, las conductas infractoras constituyen per se un incumplimiento de las obligaciones que el Estado colombiano asumió frente a la comunidad internacional y por tanto, pueden llegar a comprometer su responsabilidad, no solo en el ámbito interno, sino también a nivel internacional
.

Tal es el caso de la Convención Americana de Derechos Humanos, de la cual Colombia es Estado Parte desde el 31 de julio de 1973
 y que consagra la obligación de los Estados miembros de respetar los derechos humanos consagrados en ella y en los demás instrumentos que la complementen, reformen o adicionen.

7. Caso concreto

Como se anunció al momento de fijarse el presente litigio, a través del medio de control de Reparación Directa, pretende la parte demandante que se declare administrativamente responsable a las demandadas por la falla del servicio derivada de la atención médica brindada a la señora Sandra Leiva Herrera que conllevó a la amputación de su pierna izquierda.
En cuanto al régimen de responsabilidad derivado de la actividad médica, en casos como el presente la Sección Tercera del Consejo de Estado ha establecido que el régimen aplicable es el de falla probada del servicio, “título de fundamento bajo el cual es posible configurar la responsabilidad estatal por la actividad médica hospitalaria”. En el mismo sentido, partiendo del análisis del caso en el marco de la falla probada del servicio como título de imputación, "... en la medida en que el demandante alega que existió una falla del servicio médico asistencial que produjo el daño antijurídico por el cual reclama indemnización...". Cuando la falla probada en la prestación del servicio médico y hospitalario se funda en la "lesión al derecho a recibir atención oportuna y eficaz", se debe observar que está produce como efecto la vulneración de la garantía constitucional que recubre el derecho a la salud, especialmente en lo que hace referencia al respeto del principio de integridad en la prestación de dicho servicio.

Señala la parte actora que la atención dispensada a la demandante directa afectada por parte del personal del Hospital Departamental Clarence Lynd Newball Memorial Hospital, paramédico(enfermero) y médico general, fue defectuosa, debido a que incurrieron en “OMISION, IMPERICIA, IMPRUDENCIA, NEGLIGENCIA, CULPA, CULPA GRAVE, CULPA LATA y VIOLACIÓN A TODOS LOS REGLLAMENTOS DE LA CULPA”, al no tener en cuenta los antecedentes médicos y enfermedad de base de la paciente al momento de la atención dispensada en urgencias entre los días 7 a 24 de mayo de 2016, siendo “claro que la conducta a seguir el lavado quirúrgico y la limpieza quirúrgica, debido a la contaminación que trae el pie del paciente” para buscar que “no se produzca infección”, y por los “pésimos manejos médicos fue objeto de la GANGRENA CASEOSA”, lo que conllevó a la “LESION DE CARÁCTER PERMANENTE E IRREVERSIBLE (FUNCIONAL)” representada en la amputación de parte del miembro inferior izquierdo “hasta la mitad del fémur”, hecho que provocó el daño del cual se pide la indemnización de perjuicios.  
En estricto sentido, el apoderado de los actores disiente de la atención médica que le fue dispensada a la señora Sandra Leiva Herrera el 7 de mayo de 2017, para lo cual aporta copia de “INFORME DE TRIAJE” donde se indicó por medicina general del Hospital Departamental Clarence Lynd Newball Memorial Hospital: “paciente con pie diabetico, muñon de pie izquierdo en buen estado, no signos de infección, cambio de vendaje, doy recomendaciones y signos de alarma para reconsultar, doy orden de cita prioritaria”
, siendo la conducta a seguir “el lavado quirúrgico y la limpieza quirúrgica”
, lo que en su sentir habría evitado la amputación más alta del miembro inferior izquierdo.
Entonces, al señalarse el actuar médico como defectuoso, se debe analizar si el daño tiene la connotación de antijurídico para descender en si la amputación devino como una consecuencia directa de la acción u omisión del personal médico adscrito a la demandada o si, por el contrario, ella está directamente relacionada con la actitud pasiva de la paciente y el diagnóstico y estado de salud reportado por la víctima.
De la historia clínica
 aportada por la demandada de la atención dispensada en el Hospital Departamental Clarence Lynd Newball Memorial Hospital, puede extraerse que la señora Sandra Leiva Herrera para el año 2013, antes del hecho demandado, era una persona con una enfermedad de base denominada diabetes mellitus, quien para el 2 de septiembre de 2013 reportó según paraclínicos, diabetes mal controlada (hb glic 14) y sin tratamiento
, con glucometría de 454 y úlcera sin necrosis en talón izquierdo, requiriendo ingreso para control de glicemia y tratamiento antibiótico. En atención llevada a cabo el 13 de julio de 2013, la demandante informó “TENGO UNA HERIDA EN EL PIE QUE NO ME SANA”
, mientras que el personal médico consignó en la historia clínica: “PACIENTE QUE PERSISTE CON DOLOR Y PRESENCIA DE ULCERA EN LA REGIÓN PLANTAR DE PIE IZQUIERDO, HA SIDO TRATADA CON FITOESTIMULINE Y MUCHAS MEDICINAS SIN RESULTADO AL EXAMEN SE ENCUENTRA ULCERA DE MAS O MENOS 5 CMTS DE DIAMRTRO LIMPIA”.

Por la evolución tórpida de la paciente, se decide realizar rx de pie y Doppler arterial de miembros inferiores, con el primero de los exámenes se descartó la presencia de osteomielitis mientras que el segundo confirmó enfermedad arterial concomitante
, además, reportó cifras tensionales estadio 2 requiriendo tratamiento con antihipertensivos. 

Para el 20 de noviembre de 2014, la demandante reportó antecedentes personales de hipertensión arterial, diabetes mellitus tipo 2, retinopatía diabética, glaucoma y ceguera bilateral, describiéndose en su egreso un diagnóstico de insuficiencia renal crónica que, por su continuo deterioro, requirió remisión urgente a institución hospitalaria de mayor nivel de complejidad
 para hemodiálisis y valoración por nefrología, entre otros. La remisión se cumplió el 27 de noviembre de 2014.
 
La interconsulta por nefrología se cumplió en la Clínica León XIII de la ciudad de Medellín, especialidad que reportó que la paciente ingresó el 28 de noviembre de 2014, siendo hospitalizada con los diagnósticos: 
“1- ERC agudizada secundaria a Nefropatia diabética (…).

2- EDA de alto debito resuelta.

3- Sindrome Anemico cronico
4- AP: HTA, DM insulinorequirente con complicaciones multiples, retinopatía deabetica(INVIDENTE), glaucoma, (…)”

El día 10 de abril de 2015, la demandante consultó al servicio de urgencias del Hospital Departamental de San Andrés Isla, reportándose enfermedad actual: diabética, Hta, ERCT estadio terminal en predialisis, en cuadro de aumento de la clase funcional de +- 10 días de evolución, disnea máxima, edema pulmonar clínico, baja saturación de oxígeno y emergencia hipertensiva asociada, indicándose como diagnóstico principal insuficiencia renal aguda no especificada; requiriendo valoración por nefrología para definir terapia de reemplazo renal, por lo tanto, fue remitida a centro hospitalario de III Nivel.

Para el 28 de julio de 2015, la especialidad en nefrología valoró nuevamente a la demandante recordando que se trata de una paciente con antecedente de insuficiencia renal terminal, nefropatía diabética, retinopatía diabética(invidente), evidenciando además anemia severa, por lo cual fue remitida a urgencias para trasfusión de 2 unidades de glóbulos rojos empaquetados (GRE), orden que fue debidamente cumplida
. En igual sentido, el 27 de octubre de 2015, al cumplir cita con nefología, la paciente es remitida a urgencias para transfundir 2 GRE, se registra una diabetes mellitus descompensada y poca adherencia al tratamiento lo que pudo obedecer a las precarias condiciones económicas y habitacionales. Al terminar la orden se hace la recomendación en “SOLICITAR VALORACIÓN POR TRABAJO SOCIAL ANTE IMPOSIBILIDAD DE REALIZARSE LAS DIALISIS PERITONEALES POR RAZONES ECONÓMICA
”.

Por dificultad al momento de realizarse diálisis peritoneal, el 2 de noviembre de 2015
, la demandante acude al hospital departamental refiriendo que “no fue capaz de extraer el líquido dializado, asociado a dolor abdominal y salida de líquido purulento por zona de drenaje”, requiriendo internación en unidad de cuidades especiales, plasmándose en la historia clínica el diagnóstico: 1. Sepsis asociada a catéter peritoneal, 2. Insuficiencia renal crónica terminal en diálisis peritoneal agudizada. a. Disfunción de catéter de diálisis, 3. Diabetes mellitus tipo 2, 4. Nefropatía diabética y, 5. Retinopatía diabética; se indicó, además, el alto riesgo de deterioro neurológico, cardiovascular y ventilatorio. Por lo anterior, fue remitida en avión ambulancia a centro hospitalario de mayor nivel de complejidad.
     
El 3 de noviembre de 2015, la demandante ingresó a la Clínica León XIII de la ciudad de Medellín, registrándose los antecedentes personales patológicos: hta, obesidad, glaucoma, enfermedad renal terminal en diálisis peritoneal desde abril de 2015, diaria 4 veces al día, dm2 insulinorequirente. El motivo de ingreso fue sepsis asociada a infección en el catéter peritoneal y disfunción del mismo, para valoración por nefrología. Allí se indica que se trata de una paciente en clase funcional iv
. Se inicia tratamiento antibiótico y se toman cultivos.

Al ser valorada por el nefrólogo se indica:

“Análisis: Paciente con historia conocida, Obesidad mórbida, Clase funcional IV, Invidente, antecedentes de HTA, Diabetes Mellitus tipo 2 requiriente con complicaciones micro y macro vasculares, Retinopatía avanzada, Nefropatía diabética, ERC estadio V
 en Dialisis peritoneal desde IV/2015, remitida de Hospital local de San Andrés(….). Mas se ordena IC con Cx de trasplantes para programar para retiro dl catéter peritoneal y cultivo de la punta, va a requerir continuar en Terapia dialítica tipo hemodiálisis, con obesidad mórbida, cuello corto, grueso, se considera paciente con acceso vascular Difícil, se ordena paso de catéter yugular transitorio por Radiología Intervencionista, PRIORITARIO, para hemodializar el día de hoy, ya que tiene signos de sobrecarga hídrica. Se ordena Hospitalizar por Nefrología, traslado al piso 5 de Nefrología. Se ordena control de RFA función renal, potasio para mañana. Control líquidos ingeridos y eliminados.”
(Negrillas y subrayas del Despacho) 
Durante la atención en un hemocultivo se aisló la bacteria “Staphylococcus coagulasa negativo”, y otro “negativo sospechándose contaminación
, las cuales fueron tratadas con antibioticoterapia
 respondiendo al tratamiento, luego la paciente fue dada de alta el 15 de noviembre de 2015
. 
Debido al continuo deterioro en su salud, la demandante reingresa por Emergencia hipertensiva pulmón órgano blanco
, durante está atención fue interconsultada la especialidad en cardiología quien con apoyo en exámenes paraclínicos conceptúa que la paciente tiene “ANGINA INESTABLE” y “DISNEA COMO EQUIVALENTE ANGINOSO”
 siendo descartada enfermedad coronaria
, falla ventilatoria
, lo que motivó el ingreso a unidad de cuidados intensivos, recibiendo el alta médica el 10 de diciembre de 2015
. 
El 19 de enero de 2016, la demandante ingresa a la clínica en la ciudad de Medellín por presentar infección asociada a catéter
, al momento del ingreso la paciente refirió “trauma al tropezarse hace tres semanas con trauma en pie izquierdo hallux posterior a esto dolor leve que cedió, dice que el dedo lo tiene negro, dice que hace muchos años siente parestesias en ambos Msls”
, al examen físico se encontró “Piel: pie izquierdo con hallux con tejido necrótico nefgro d e3 cm diámetro cara lateral, dedo blanco, además segundo y tercer dedos de ese pie con zona puntiforme negra en pulpejo, anetsias en ambos pies”
, lo que motivó interconsultar con las especialidades en nefrología, ic a cx vascular por presentar isquemia critica en pie izquierdo posterior a trauma
 y hospitalizar. Al ser valorada por Cx Vascular se encontró compromiso microvascular, por lo que ortopedia programó amputación del hallux.
 

En nota de 26 de enero de 2016, medicina interna indica:
“Análisis: Paciente en quinta década de la vida con antecedente de DM y complicaciones, ERCCT en HD MJS, hospitalizada por sepsis de origen de tejidos blandos, paciente con pie diabético neuroinfeccioso secundario a trauma
, actualmente recibe manejo antibiótico empírico con Pip/tazo y se llevó a amputación del primer dedo del pie izquierdo, pendiente cultivos aerobio y anaerobio en tejido y hueso. Hoy con mal control metabólico, sin embargo ayer se ajustó esquema de insulina por lo que continuaremos seguimiento.”
, los cultivos aerobios y anaerobios en tejido y hueso tuvieron un resultado negativo, por lo cual se suspende antibiótico
 y se da salida por la adecuada evolución clínica, tener herida sin secreción, dándose instrucciones para cuidado y lavado en el hogar. (Negrillas y subrayas del Despacho)
El 22 de febrero de 2016, el atender cita en la Clínica León XIII de la ciudad de Medellín, el servicio de ortopedia encontró a la paciente con “herida húmeda, con secreción purulenta y necrosis húmeda en sitio de muñón metatarso falángico izquierdo”
, por lo cual la remite al servicio de urgencias para hospitalizar y realizar el manejo médico respectivo. El 23 de febrero de 2016, se realiza lavado y desbridamiento encontrándose necrosis de cabeza del metatarso, con muy mala circulación, tomándose muestra para cultivo óseo y de tejido
. 
Por la evidencia de mal control metabólico, el mal pronóstico de cicatrización y en aras de evitar progresión de la infección más proximal
, el servicio de ortopedia indica a la paciente la importancia en realizar una amputación más alta
, que fue aceptado por la misma. El 1 de marzo de 2016, se realiza amputación del pie izquierdo(amputación de Lisfranc)
  el cual presentaba infección de tejidos blandos y hueso por enterococcus faecalis, enterobacter cloaca, proteos mirabilis
, siendo el único tratamiento curativo a esta infección la amputación “pues el tejido distal no está llegando ni llegará antibiótico debido a la extensa enf microvascular y macrovascular”
(subraya y negrillas fuera del texto original) .

El 5 de marzo de 2016 el médico infectólogo recomendó la vigilancia clínica estrecha pues no descartaba el alto riesgo de recaida de omc
. Por la cicatrización de la herida quirúrgica sin signos de infección se da de alta a la paciente el día 10 de marzo de 2016
.

El 7 de mayo de 2016, la paciente acude al Hospital departamental de san Andrés isla, en el informe triage se indica: “paciente con pie diabetico, muñon de pie izquierdo en buen estado, no signos de infección, cambio de vendaje, doy recomendaciones y signos de alarma para reconsultar, doy orden de cita prioritaria”
.
El 17 de mayo de 2016, la demandante acudió al servicio de urgencias del Hospital Departamental de San Andrés Isla por presentar “cuadro de 3 días de evolución de episodio emético”, al examen físico presentaba amputación de antepie izquierdo, al retirarse el vendaje se observó 2 puntos con sobreinfección y material purulento de mal olor, siendo ingresada a la institución para manejo
. Medicina interna consignó en la historia clínica que la paciente “EVOLUCIONA CON INFECCIÓN DE TEJIDOS BLANDOS EN ÁREA DEL MUÑON DE AMPUTACIÓN DEL PIE IZQ.”
 y a la espera de toma de cultivo de secreción del muñón en cirugía. Al ser revisada por ortopedia, se plantea amputación en nivel más alto pues persistía secreción de pus y necrosis del muñón
.
Luego de los exámenes pertinentes
 y tratamiento con antibióticos, el 24 de mayo de 2016, se realizó amputación de la pierna izquierda
, y según el cultivo realizado el pie diabético se encontró infectado por Pseudonoma ordenándose el tratamiento con meropenen
. Por la buena evolución, el 31 de mayo de 2016, se dio salida a la paciente
. El 14 de junio de 2016, la demandante reingresa al Hospital Departamental de San Andrés Isla
 por posible peritonitis asociado a catéter peritoneal, por ausencia de servicio de hemodiálisis se decida remitir a la paciente para tratamiento integral por nefrología de carácter urgente
, lo cual se cumplió el 23 de junio de 2016
, 
Visto lo anterior, recuerda el Despacho que la parte demandante alega como daño la amputación (desde el tobillo hasta un nivel más alto) del miembro inferior izquierdo de la directa afectada, lo cual ha quedado acreditado; lo que permite concluir que se ha acreditado el primer elemento de la responsabilidad administrativa y patrimonial del Estado, esto es, el daño consistente en la lesión sicofísica de la señora Sandra Leiva Herrera, quien sufrió la amputación alegada.

Aun lo anterior, no ocurre lo mismo frente al segundo elemento de la responsabilidad, imputación
, pues, contrario a lo manifestado por los demandantes, considera este Juzgador que el daño antijurídico no es imputable a las demandadas, en especial a la Ips Universitaria de Antioquia como operadora del Hospital Departamental Clarence Lynd Newball Memorial Hospital, toda vez que la amputación no devino como una consecuencia directa de la acción u omisión del personal médico sino que ella está directamente relacionada con el diagnóstico y estado de salud reportado por la víctima desde el año 2013.

Como se vio de la historia clínica aportada, se trata de una paciente con un antecedente de diabetes mellitus 2 insulinodependiente e hipertensión arterial, con poca adherencia al tratamiento y aparente falta de autocuidado, con complicaciones micro y macro vasculares, enfermedad arterial concomitante
, Obesidad mórbida, Retinopatía avanzada(Invidente), Nefropatía diabética, enfermedad renal crónica estadio V
-en Dialisis peritoneal desde el año 2015- y síndrome anémico crónico; es decir, con importante compromiso fisiopatológico y situación de salud previa de deterioro, quien durante la evolución nosológica, y en especial respecto a la complicación por pie diabético, contó con las posibilidades de tratamiento médico, sin embargo, su enfermedad de base(diabetes mellitus) descompensada y mal control metabólico fungió como factor predisponente de las complicaciones que presentó y que conllevó a la amputación en tres ocasiones de parte de su miembro inferior izquierdo.
Aquí es pertinente indicar que, sin importar la causa, el mal control de la enfermedad diabetes mellitus 2 ya había derivado en daños terminales a otros órganos(riñones, retina), lo que hacía prever un mal pronóstico a la paciente independiente de las intervenciones de los médicos especialistas donde solo se intentaba el control de las complicaciones con que acudía de manera habitual a los centros hospitalarios. 

Se observó, que por la evolución tórpida de la paciente, compromiso microvascular y la confirmación de enfermedad arterial concomitante a la diabetes mellitus 2 descompensada, luego de sufrir trauma requirió amputación del primer dedo de su pie izquierdo, siendo el tratamiento a seguir ante el fallido intento en controlar la infección que cursaba en el pie diabético
 con antibioticoterapia, momento para el cual la situación se tornó irreversible. 
Pese a los esfuerzos médicos, al encontrarse necrosis de cabeza del metatarso, con muy mala circulación, la evidencia de mal control metabólico, el mal pronóstico de cicatrización y en aras de evitar progresión de la infección más proximal
, el servicio de ortopedia realiza amputación del pie izquierdo(amputación de Lisfranc)
  el cual presentaba infección de tejidos blandos y hueso por enterococcus faecalis, enterobacter cloaca, proteos mirabilis
. Siendo el único tratamiento curativo a esta infección, sin que los especialistas descartaran el alto riesgo de recaída de osteomielitis crónica
.
Ahora bien, la demandante acudió al hospital de San Andrés Isla el 7 de mayo de 2016, luego de ser revisada por el personal médico no se encontró signos de infección en el muñón del pie izquierdo, indicándose a la paciente y su acompañante reconsultar en caso de signos de alarma. Aun la prescripción, la demandante quien asegura que le fue asignada cita prioritaria para el 18 de mayo de 2016(sin aportar prueba), conocedora de toda su situación médica y de los signos que se consideraban de alarma para acudir al centro hospitalario, llama la atención que tan solo recurrió al servicio de urgencias el 17 de mayo de 2017, reportando un complicación médica distinta, y solo ante la pericia del médico de urgencias, pudo evidenciarse los signos de infección en el muñón de la extremidad izquierda, lo que también motivó el ingreso para su control.

Contrario a las manifestaciones de la demandante, desde el ingreso la paciente recibió tratamiento antibiótico, se practicaron los exámenes de imágenes y laboratorios necesarios, además, recibió la atención médica especializada que requería, y al ser revisada por ortopedia se plantea amputación en nivel más alto pues persistía secreción de pus y necrosis del muñón
, tratamiento de la infección al cual se acudió en aras de preservar la vida de la paciente. Es pertinente anotar, que dadas las condiciones basales de la paciente, con una enfermedad metabólica mal controlada asociada a una enfermedad arterial oclusiva que limitaba la llegada de antibióticos al punto de infección, como ya había anotado desde el 1 de marzo de 2016 por los médicos especialistas de la clínica León XIII
, existía el alto riesgo de recaída de osteomielitis crónica
 que también se advirtió, por ende la posibilidad de amputación más alta de la extremidad inferior.  
La conclusión a la que arrima el Despacho no solo está soportada en la historia clínica aportada al plenario sino además en el restante material probatorio, como lo es el dictamen pericial rendido a solicitud de Fedsalud
, cuyo fin fue determinar si la atención médica brindada a Sandra Leiva Herrera por parte de la Ips Universitaria fue adecuada y con fundamento en la historia cínica y antecedentes médicos de la actora, establecer la causa que conllevó a la amputación de la extremidad inferior izquierda. 

Luego de realizarse una síntesis de atención médica dispensada a la señora Sandra Leiva Herrera y con base en este análisis se establece que la atención brindada fue adecuada y que el daño fue el resultado de la grave enfermedad que padecía:
“RESPUESTAS A CUESTIONARIO PROPUESTO

1. Indicar que implicaciones tiene la diabetes mellitus frente a: parte vascular de los tejidos, respuesta de infecciones y pronóstico a largo plazo de los miembros inferiores.
RESPUESTA:

-En los tejidos hay una acumulación de moléculas producidas en exceso en situaciones de hiperglicemia mantenida, como sorbitol y los productos glucosilados. Además, hay una alteración en los mecanismos de regulación de la microcirculación que provoca isquemia y, como una respuesta reactiva, la formación de nuevos vasos sanguíneos que tienen una permeabilidad aumentada, lo que favorece la exudación y desarrollo de fibrosis en los tejidos. En la aparición de neovascularización y fibrosis tisular contribuyen los factores de crecimiento, como el factor de crecimiento endotelial.

· La diabetes mellitus produce falla en la quimiotaxis de los neutrófilos y anergia inmunológica que favorece la aparición de procesos infecciosos.

· El pronóstico a largo plazo de las extremidades depende de dos factores principales, primero el control metabólico(mantener niveles de hemoglobina glicosilada en metas, alrededor de 7%) además del tiempo de evolución de la enfermedad (mayor a 10 años).

Por tal razón la presencia de mal control metabólico por 10 años o más condiciona la presencia de complicaciones micro vasculares y macro vasculares

2. Indicar qué implicaciones tiene la insuficiencia renal crónica en la parte vascular de los tejidos, respuesta de infecciones y pronóstico a largo plazo de los miembros inferiores.

RESPUESTA:

· La enfermedad renal crónica es un factor de riesgo vascular mayor, en el que se favorece el daño microvascular, además de la alteración del metabolismo calcio y fosforo que puede generar calcinosis vascular. Todo esto favorece alteraciones micro y macroscópica en los tejidos.

· La enfermedad renal crónica favorece alteraciones en el sistema inmunológico dado por el acumulo de desechos azoados que limitan la quimiotaxis de células inflamatorias y el aumento de la susceptibilidad a procesos infecciosos.

· El pronóstico a largo plazo de las extremidades depende del adecuado control metabólico, control de lípidos, cifras tensionales y regulación del metabolismo calcio y fósforo, ya que todo esto acelera el daño microvascular y la enfermedad aterosclerótica.
3. Explicar si la diabetes mellitus y la insuficiencia renal aumentan la predisposición de un paciente a adquirir infecciones.

RESPUESTA: Como se explicó en la respuesta 1 y 2, estas dos patologías están claramente relacionadas a la predisposición de infecciones por falla en los mecanismos innatos protectores del cuerpo humano. Esta predisposición esta además directamente ligada al control metabólico.

4. Indicar si la evaluación del 07 de mayo del año 2015 realizada a la señora Sandra Leyva, correspondió a un cuadro de infección del muñón.
RESPUESTA: No encuentro valoraciones del 7 de mayo de 2015.

Existe una nota de triage de 7 de mayo de 2016 donde el motivo de consulta es infección del muñón, sin embargo en la nota de la historia clínica a las 21:52 no se registra ningún hallazgo sugestivo de infección y según nota se descarta proceso infeccioso.

5. Indicar cuál fue la principal indicación para la amputación realizada el 24 de mayo.
RESPUESTA: Infección del muñón demostrado por secreción purulenta y necrosis del mismo.

6. Explicar si las infecciones en los muñones fueron consecuencia del problema microvascular que presentaba la paciente como consecuencia de su diabetes mellitus e insuficiencia renal crónica, o si por el contrario las infecciones condujeron al problema microvascular que padecía la paciente.
RESPUESTA: La infección del muñón es consecuencia del problema microvascular secundario a la diabetes mellitus y la enfermedad renal crónica.

7. Considera que el problema de la amputación infracondilea de la pierna izquierda, fue ocasionada por una falta de oportunidad en la atención o por las mismas patologías de base que presentaba la paciente.

8. ¿Cuál es la expectativa de vida de un paciente con diabetes mellitus, insuficiencia renal crónica, daño microvascular y neuropático, retinopatía diabética severa, en diálisis peritoneal, hipertensión pulmonar moderada y con disfunción sistólica y diastólica del corazón con fracción de inyección del 40%?
RESPUESTA: El pronóstico vital es difícil de establecer al juntar múltiples comorbilidades, sin embargo, la literatura describe que la presencia de enfermedad renal crónica en diálisis puede disminuir hasta 10 años la expectativa de vida. Por otro lado, la presencia de falla cardiaca, tiene una mortalidad del 50% a 10 años del diagnóstico.
Esta paciente con las complicaciones mencionadas, la limitación funcional dado por la falla cardiaca, la enfermedad renal crónica y la enfermedad vascular indican un peor pronóstico vital. Según el score de riesgo de Framinghan el riesgo vascular a 10 años es de 28% (muy alto) con una edad vascular estimada de 80 años.” (Destaca el Despacho)
Además, el perito informó en la audiencia de pruebas que: “La diabetes en el mundo es la principal causa de ceguera, la principal causa de amputaciones no traumáticas, la principal causa de enfermedad renal que requiere diálisis. Por eso es una de las enfermedades más terribles que manejamos nosotros desde las enfermedades crónicas. Un mal control metabólico sumado a un gran tiempo de evolución, genera presencia de alteraciones microvasculares que posteriormente se reflejan en las complicaciones macrovasculares”.
Por ello, puede afirmase que la amputación más alta en el miembro inferior izquierdo estuvo motivada por la presencia de infección y su profundidad(tejidos blandos y hueso) en la lesión del pie diabético, que requirió como tratamiento adecuado la amputación, reiterándose que no es consecuencia directa de la acción u omisión del personal médico sino que ella está directamente relacionada con el diagnóstico y estado de salud reportado por la víctima y sus antecedentes patológicos(o como lo advierte el hecho 6º de la demanda “a raíz de la severa enfermedad que padece DIABETES”). Todo lo cual da cuenta el material probatorio obrante en el expediente.
No pasa por alto el Despacho, que la poca adherencia al tratamiento prescrito por el médico tratante y la falta de autocuidado ha contribuido al deterioro progresivo en la salud de la demandante, mal control metabólico que solo ha cedido durante las atenciones dispensadas a la paciente al interior de los centros hospitalarios, las cuales se convirtieron en el único medio terapéutico para el control de choque a sus enfermedades de base.  
Por lo brevemente expuesto, siendo que la parte demandante no aportó ni solicitó medio de prueba tendiente a demostrar que la atención médica dispensada a la demandante no se ajustó a la lex artis ni mucho menos que para el 7 de mayo de 2016 la conducta médica a seguir era el lavado quirúrgico y la limpieza quirúrgica
, no se cumple con el segundo elemento de la responsabilidad del Estado, en consecuencia, se negarán las pretensiones de la demanda. 
Costas y Agencias en derecho.
La Ley 2080 de 25 de enero de 2021, en su artículo 47, adicionó un inciso al Artículo 188 del CPACA, el cual contempla: 
“Artículo 47. Adiciónese el siguiente inciso al artículo 188 de la Ley 1437 de 2011: En todo caso, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas cuando se establezca que se presentó la demanda con manifiesta carencia de fundamento legal”. 

Al observar el Despacho que, luego del debate probatorio pudo establecerse que el daño no resulta imputable a las demandadas, no se emitirá condena en costas a la parte vencida, máxime al no observarse maniobra dilatoria o temeridad en sus actuaciones.
POR LO EXPUESTO EL JUZGADO ÚNICO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE SAN ANDRÉS, PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY,
V.  FALLA:
PRIMERO: DÉCLARANSE no probadas las excepciones de mérito planteadas por las demandas y llamados en garantía, acorde a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: NIÉGANSE las pretensiones de la demanda.
TERCERO: Sin condena en costas.
CUARTO: Contra la presente decisión procede el recurso de apelación en los términos del numeral 1º del artículo 247 del CPACA. 
QUINTO: Ejecutoriada la presente providencia, desanótese en los libros correspondientes y archívese el expediente.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

(FIRMA ELECTRÓNICA)

RUTDER ENRIQUE CANTILLO CHIQUILLO

JUEZ
� Fl. 216 cdno.ppal.


� Fls.218-219 ib..


� Fl. 285 ib..


� Fls.307 a 314 ib..


� Fls.27 a 29, 46 a 49 cdno.ppal.No.2.


� Fls.65 a 67 cdno.ppal.No.2.


� Anexo 01, Carpeta Continuación Cdno.ppal. E.D.


� Anexo 24 Carpeta Continuación Cdno.ppal. E.D.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 16 de Agosto de 2007, M.P. Ramiro Saavedra Becerra.


� Artículos 1, 2 y 89 C.P.


� En igual sentido ver: Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, sentencia de noviembre 27 de 2006, Exp. 15835, sentencia de 27 de noviembre de 2006, Exp. 16571, sentencia de mayo 3 de 2007, Exp. 25020, sentencia de 3 de mayo de 2007, Exp. 21511 y, sentencia de junio 6 de 2007, Exp. 15781 todas con ponencia del Consejero Ramiro Saavedra Becerra.


� Ley 446 de 1998, artículo 16.


� Así lo ha reconocido la jurisprudencia de ésta Sección, ver: Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, auto de febrero 22 de 2007, Exp. 26036 y sentencia de marzo 8 de 2007, Exp. 15739, ambos con ponencia del Consejero Ramiro Saavedra Becerra; auto de mayo 16 de 2007, Exp. 29273 y, auto de julio 19 de 2007, ambos con ponencia del Consejero Enrique Gil Botero.


� La Convención A.D.H fue aprobada por la Ley 16 de 1972, ratificada el 31 de julio de 1972 y entró en vigor para Colombia el 18 de julio de 1978. Así mismo, Colombia reconoció la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos el 21 de junio de 1985.


� Consejo de Estado – Sección Tercera – Subsección C, sentencia de 22 de noviembre de 2017, expediente Radicación número: 73001-23-31-000-2005-02402-01(37454). C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.


� Fl.23 H.C. cdno.ppal.


� Como lo afirma el hecho 25 de la demanda.


� Fls. 1 a 91 historia clínica.


� Se observa en la historia clínica que la peciente informó al personal médico que “suspendió tto medico e inicio tto omeopatico”.  


� FL.367 H.C.


� FL. 374 H.C.


� “La enfermedad arterial periférica ocurre cuando hay un estrechamiento de los vasos sanguíneos fuera del corazón. La causa de esta enfermedad es la � HYPERLINK "https://medlineplus.gov/spanish/atherosclerosis.html" �arterioesclerosis�. Esto sucede cuando placa se acumula en las paredes de las arterias que abastecen de sangre a brazos y piernas. La placa es una sustancia compuesta por grasa y colesterol y hace que las arterias se estrechen o se obstruyan. Esto puede reducir o interrumpir el flujo de sangre, generalmente hacia las piernas. Si la obstrucción del flujo sanguíneo es lo suficientemente grave, puede causar la muerte de los tejidos y, a veces, la amputación del pie o la pierna.


El principal factor de riesgo de la enfermedad arterial periférica es el fumar. Otros incluyen el envejecimiento y afecciones como la diabetes, colesterol alto, presión arterial alta, enfermedad cardiaca y accidente cerebrovascular”. Tomado de � HYPERLINK "https://medlineplus.gov/spanish/peripheralarterialdisease.html" �https://medlineplus.gov/spanish/peripheralarterialdisease.html�. 


� Iniciándose los trámites pertinentes el 20 de noviembre de 2014.fl 100 H.C. 


� Fls.97  a 122 H.C.


� Fls.450 a 453 H.C.


� Fls. 123 a 160 H.C.


� Fls.161 a 168 H.C.


� Fls.169 a 196 H.C.


� Fls.454 a 526 H.C.


� Fls. 196 a 219 H.C.


� Clase IV: “Incapacidad para llevar a cabo cualquier actividad física sin disconfort. Los síntomas de insuficiencia cardíaca o de síndrome anginoso pueden estar presentes incluso en reposo. Si se realiza cualquier actividad física, el disconfort aumenta”. Tomado de � HYPERLINK "https://meiga.info/escalas/nyha.pdf" �https://meiga.info/escalas/nyha.pdf�. 


� “Insuficiencia renal terminal (IRT), o insuficiencia renal, es la etapa final de la función renal, no la etapa final de la vida. También llamada etapa 5 de la ERC, la IRT indica que ninguno de los dos riñones ya trabaja lo suficiente como para mantener el cuerpo saludable y químicamente equilibrado”. Tomado de: � HYPERLINK "https://www.freseniuskidneycare.com/es/kidney-disease/stages/stage-5" �https://www.freseniuskidneycare.com/es/kidney-disease/stages/stage-5� 


� Fl. 459 H.C.


� Fl.479 HC.


� Fl. 486 H.C.


� Fl.489 H.C.


� Fl.536 H.C.


� Fl.555 H.C. 


� Fl.560 H.C.


� Fl.557 H.C.


� Fls.571-573 H.C.


� Fl.632 H.C.


� Fl.632 H.C.


� Fl. 653 H.C.


� Fl.654 H.C.


� Fl. 657 H.C.


� La paciente y su acompañante señalaron además al personal médico que “residen en albergue temporal la hija dice que debe subir muchas escaleras y por eso el trauma al ser una paciente invidente”.Fl.661 H.C.


� Fl. 658 H.C.


� Fl.660 H.C.


� Fl.772 H.C.


� Fl.776 H..C.


� Momento para el cual presentaba “Importante compromiso muñon del hallux con importante necrosis y secreción fétida, segundo dedo cianótico, área de celulitis que se extiende hasta mediopie en cara plantar”.Fl.776 H.C. 


� Fl.776 H..C.


� Fl.781 H.C.


� Fl.792 H.C.


� Fl.794 H.C.


� FL.817 H.C.


� Fl.831 H.C.


� Fl.23 H.C. cdno.ppal.


� Fl.223 H.C.


� Fl.225 H.C.


� Fl.235 H.C.


� El resulta de radiografía de tobillo practicada el 22 de mayo de 2016, mostró “A nivel de tejidos blandos calcificaciones vasculares”.FL.323 H.C.


� Fl.239 H.C.


� Fl.241 H.C.


� Fls.251-252 H.C.


� Fl. 325 H.C.


� Fl.328 H.C.


� Fl.341 H.C.


� Explica el Alto Tribunal de lo contencioso administrativo que, para que pueda predicarse la existencia de una falla en la prestación del servicio médico, se requiere la demostración de que la atención médica no cumplió con estándares de calidad fijados por el estado del arte de la ciencia médica, vigente en el momento de la ocurrencia del hecho dañoso(Sección Tercera, sentencia del 25 de febrero de 2009, expediente 17149, C.P. Ruth Stella Correa Palacio), también deberá probarse que el servicio médico no ha sido cubierto en forma diligente, esto es, que no se prestó el servicio con el empleo de todos y cada uno de los medios humanos, científicos, farmacéuticos y técnicos que se tengan al alcance(sentencia del 11 de febrero de 2009, expediente 14726, C.P. Ramiro Saavedra Becerra). 





� “La enfermedad arterial periférica ocurre cuando hay un estrechamiento de los vasos sanguíneos fuera del corazón. La causa de esta enfermedad es la � HYPERLINK "https://medlineplus.gov/spanish/atherosclerosis.html" �arterioesclerosis�. Esto sucede cuando placa se acumula en las paredes de las arterias que abastecen de sangre a brazos y piernas. La placa es una sustancia compuesta por grasa y colesterol y hace que las arterias se estrechen o se obstruyan. Esto puede reducir o interrumpir el flujo de sangre, generalmente hacia las piernas. Si la obstrucción del flujo sanguíneo es lo suficientemente grave, puede causar la muerte de los tejidos y, a veces, la amputación del pie o la pierna.


El principal factor de riesgo de la enfermedad arterial periférica es el fumar. Otros incluyen el envejecimiento y afecciones como la diabetes, colesterol alto, presión arterial alta, enfermedad cardiaca y accidente cerebrovascular”. Tomado de � HYPERLINK "https://medlineplus.gov/spanish/peripheralarterialdisease.html" �https://medlineplus.gov/spanish/peripheralarterialdisease.html�. 


� “Insuficiencia renal terminal (IRT), o insuficiencia renal, es la etapa final de la función renal, no la etapa final de la vida. También llamada etapa 5 de la ERC, la IRT indica que ninguno de los dos riñones ya trabaja lo suficiente como para mantener el cuerpo saludable y químicamente equilibrado”. Tomado de: � HYPERLINK "https://www.freseniuskidneycare.com/es/kidney-disease/stages/stage-5" �https://www.freseniuskidneycare.com/es/kidney-disease/stages/stage-5� 


� La paciente y su acompañante señalaron además al personal médico que “residen en albergue temporal la hija dice que debe subir muchas escaleras y por eso el trauma al ser una paciente invidente”.Fl.661 H.C.


� Momento para el cual presentaba “Importante compromiso muñon del hallux con importante necrosis y secreción fétida, segundo dedo cianótico, área de celulitis que se extiende hasta mediopie en cara plantar”.Fl.776 H.C. 


� Fl.781 H.C.


� Fl.792 H.C.


� FL.817 H.C.


� Fl.235 H.C.


� Fl.794 H.C.


� FL.817 H.C.


� Fls.121 a 136 cdno.llamamiento a Fedsalud.


� Incumpliendo las previsiones del artículo 167 del CGP: “ARTÍCULO 167. CARGA DE LA PRUEBA. Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”.
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